
REDACCIÓN 
y ADMINISTRACIÓN:
C/ Desengaño 12, 1º3-A

28004 Madrid
TEL: 91 522 23 56

io@informacionobrera.org
www.informacionobrera.org

n.º 374
2 de noviembre           

de 2022
Apoyo: 

1,5 € - 2 €

EDITORIAL

¡No a los presupuestos
de guerra!
Desde el Gobierno de Pedro Sánchez y Yolanda Díaz nos presentan, 
una vez más, unos supuestos “presupuestos sociales”. Pero detrás de 
la propaganda se oculta la realidad de las cifras. Porque los presu-
puestos son cuentas, y no cuentos. 

Y esta realidad muestra algo que sí se resiente por parte de la 
mayoría de trabajadores, activos, pensionistas o desocupados, de 
jóvenes de todos los pueblos de este país: una cuarta parte de la 
población está ya en nivel de pobreza y ese porcentaje no deja de 
aumentar, el poder adquisitivo ha bajado más de un 6 % este año 
para la mayoría (con especiales subidas en bienes esenciales cono 
la energía, los combustibles, los alimentos). Y los planes de despido 
en la industria se suceden. No es necesario añadir más.

¿Responden estos presupuestos a las necesidades de la población?
La partida que más aumenta – con un incremento real de un 126 % 
- es la correspondiente a gastos militares (que llaman presupuestos 
“de defensa”). La segunda, 31.000 millones se destinarán al pago 
de intereses de la deuda, más del 2 % del PIB. Los únicos empleados 
que reciben una subida salarial digna de ese nombre son los policías 
y los guardias civiles. Mientras hay dinero a chorros para armas y 
cuerpos represivos, la sanidad se desangra tras la pandemia, la en-
señanza sigue con aulas abarrotadas, cientos de miles de jóvenes ven 
negado su acceso a una FP pública. Esta es la realidad:son unos 
presupuestos de impulsión de la guerra y de guerra social.

El Gobierno ha elaborado unas cuentas que se subordinan al 
dictado de Biden, que ha decretado que la guerra debe continuar, 
porque le interesa que el pueblo ucraniano, el ruso y todos los pue-
blos de Europa se desangren en su guerra por el control de las ma-
terias primas, de los mercados. 

Alto a la guerra, ¡ya!, alto a la guerra social, es una exigencia que 
toda organización que pretenda defender a los trabajadores y la de-
mocracia debería enarbolar, negándose a cualquier consenso para la 
guerra.

El carácter de estos presupuestos se acentúa si recordamos que 
en varias comunidades autónomas -como es el caso de Andalucía o 
Cataluña- los presupuestos de 2022 para inversión e infraestructu-
ras y servicios no se ejecutan.

Democracia y presupuestos
Nos presentan un proyecto de presupuestos del Estado que adolece 
de una enorme falta de transparencia. De nuevo vivimos una verda-
dera ocultación de los gastos. Desde lo declarado por la ministra 
Montero en gasto militar –12.000 millones– a la realidad -27.000 
millones- va un trecho. La ocultación de gastos es una constante 
heredada del régimen franquista. Porque lo mismo sucede con las 
cuentas de la Seguridad Social, con respecto a las cuales el Gobierno 
se niega  a llevar a cabo una auditoría, a pesar de que fue votada en 
Cortes. Y lo mismo, con los verdaderos gastos de la Casa Real, que 
oficialmente serían de poco  más de 8 millones, cuando, en realidad, 
se trata de más de 500, pues se reparten gastos en varios ministerios.

Todas las cuentas sufren de una ocultación sistemática: el 
Gobierno, en continuidad con los demás Gobiernos, intenta no solo 
engañar sino «vender gato por liebre».

¿Hay algo más democrático que responder exigiendo verdaderas 
reivindicaciones?: Aumento de salarios y pensiones según la infla-
ción, acabar con los gastos militares, restablecer los presupuestos 
necesarios en educación, sanidad, todos los servicios públicos. Este 
es el contenido de decir: ¡¡Alto a la guerra YA!!
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Luchar contra la carestía de la vida
Jordi Salvador Duch es diputado en el Congreso por ERC
Durante el último año, a más de la mi-
tad de los asalariados del Estado no les 
ha subido el sueldo ni un solo euro. A 
la otra mitad, desde julio de 2021 a 
julio de 2022, en el conjunto del 
Estado, los salarios únicamente han 
subido un 2,56 %. En el mismo plazo, 
la inflación ha sido 4 veces mayor. 
Como es bien sabido, esto supone pu-
ra y simplemente un empobrecimiento 
directo de las clases trabajadoras, que 
ven reducida su capacidad de consu-
mo.

Es cierto que las circunstancias son 
excepcionales. Y sin duda, la guerra lo 
dificulta todo. Pero ya en el año 2021, 
antes de la guerra, el Reino de España 
acabó con una inflación de más del 
6,5%. Y los salarios no subieron pre-
cisamente a ese ritmo. 

Es cierto también que inflación hay 
en todas partes, pero no todos los 
países están igual. Según fuentes 
oficiales, los salarios reales este año 
caerán un 2,1 % de media en la OCDE. 
En el Reino de España, más del doble, 
un 4,5 %.  O dicho de otra manera: 
España en el segundo país de la OCDE 
donde los salarios pierden más poder 
de compra.

Por lo tanto, no, no es lo mismo. 
De hecho, los trabajadores en el Estado 
Español son los únicos de la Unión 
Europea junto con los griegos que, en 

términos reales, cobran menos hoy de 
lo que recibían hace 20 años.

Esta no es una cuestión de compli-
cadas operaciones matemáticas, de 
datos macroeconómicos incomprensi-
bles, como muy bien explica el Dr. 
Xabier Arrizabalo. Estamos ante una 
evidencia brutal. El precio de lo más 
indispensable no para de subir y los 
salarios no se están moviendo. 
Tenemos que hacer algo y tenemos que 
hacerlo ya, porque la realidad es que 
estas cifras esconden realidades muy 
duras.

La pobreza y la precariedad no vie-
nen de ahora, es evidente. Hay millo-
nes de personas que hace un año, hace 
dos y hace tres, ya tenían dificultades 
para pagar la luz, la calefacción, para 
comer carne o pescado, o que nunca 
van de vacaciones, o que no pueden 
pagar el alquiler o la hipoteca. Pero es 
que toda esta gente que ya venía su-
friendo, si ahora no suben los salarios, 
si no se contrarresta la inflación, va a 
vivir una situación injusta, innecesaria 
e insoportable.

El motivo del escrito es un grito 
más de alerta a los Gobiernos y a los 
partidos que los acompañan, que de las 
decisiones que se tomen hoy van a de-
rivar las condiciones de vida la gente. 
Una gente que ya viene de sufrir recor-
tes drásticos no sólo en sus salarios 

-los que trabajan- (¡indefinidos inclui-
dos!), sino también en la pérdida de 
servicios públicos. 

Enfatizo, ya hay niños cuya comi-
da principal y única  diaria de calidad 
es la que reciben en la escuela. No es 
retórica ni demagogia es ir más allá de 
la frialdad de los números. Ir a la rea-
lidad palpable, al día a día de muchas 
personas y huir de porcentajes imper-
sonales. Ir a una realidad que más bien 
tiene que ver con que o se remienda el 
abrigo o no hay abrigo. De eso estamos 
hablando.

Estamos cansados de excusas y 
palabrería. De excusas para justificar 
lo injustificable que se encuentra en la 
estructura básica del sistema. La ex-
plotación salarial no es algo temporal 
ni coyuntural. 

Siempre estamos igual,
que mala suerte 
Que mala suerte la crisis financiera,  
que mala suerte lo de la pandemia de 
la “malvada” China, que mala suerte 
que Putin que ayer era aliado ahora 
parece que se ha vuelto loco, que ma-
la suerte que el clima cambie como 
nunca, que la digitalización global ex-
pulse a millones de persones de su 
trabajo.

Siempre todos los males vienen de 
fuera y no son culpa de nadie en con-
creto.  Como la industria que se deslo-
calizó sola, etc. Una vez más, ahora, la 
caída de los salarios reales conjuga 
verbos impersonales. Se habla de ella 
casi como si se tratara de un fenómeno 
meteorológico. Pues no estamos de 
acuerdo. No es verdad. Basta ya. 
Existen culpables económicos, empre-
sariales e institucionales. Y los políticos 
que pudiendo, no hagan algo al respec-
to, estarán mereciendo entrar en esa 
categoría. La categoría de los culpables.

Y ante esta cruda realidad, propo-
nemos una serie de medidas muy cla-
ras y concretas: para empezar, suba-
mos los salarios por ley tanto como lo 
ha hecho la inflación. Que no paguen 
la crisis los de siempre.

A ver si me explico, abaratar el 
precio del tren está muy bien, que ha-
ya más indefinidos está muy bien. Pero 
de lo que se trata es que la gente pueda 
llegar a fin de mes.

Esta propuesta que supongo que 
recibirá la crítica condescendiente de 
la derecha… (y quizás de alguna su-
puesta izquierda), en realidad es una 
propuesta de mínimos. No pedimos 
nada del otro mundo. Solo propone-
mos que dejen de bajar los salarios 
reales. Porque es muy tramposo hablar 
de congelación salarial. Si el salario no 
se mueve y el consumo está más caro, 
es que te está bajando. Y estamos har-
tos de que todo acabe siempre con una 
devaluación salarial, como ya pasó en 
las crisis anteriores.

Si hoy te hablan de congelar sala-
rios, te están diciendo que perderás 
dinero y esto es intolerable.

Y escuchamos que subir los sala-
rios empeora la inflación. Y no es cier-
to. Los aumentos salariales no son los 
responsables de la inflación, por la 
aplastante razón de que NO ha habido 
aumentos salariales ni recuperación 
salarial en décadas. Literalmente. 
Decir eso es tanto como asumir que la 
inflación la tienen que pagar los asala-
riados y no las grandes empresas. 
Cuando es obvio que los que la gene-
ran no son precisamente los trabajado-
res de a pie. Sólo hay que seguir el 
rastro del dinero. Y quizás nos lleve a 
grandes empresas que venden materias 
primeras, energía, etc. (que algún día 
quizás más pronto que tarde tendremos 
que plantearnos si todo debe ser priva-
do cuando su origen es natural y por 
tanto sólo de propiedad planetaria. El 
agua, por ejemplo, no es de nadie en 
concreto, es de todos y solo si es de 
todos no es una fuente de riqueza ro-
bada por algunos, no sé si me explico).

Las 55 principales empresas espa-
ñolas ganaron 61.500 millones en 
2021, un 88,4 % más que antes de la 
Covid.

 Las compañías del Ibex 35 tuvie-
ron más beneficios que nunca, casi 
58.000 millones, mientras que las de 
mediana capitalización duplicaron sus 
resultados.

 Las firmas del selectivo bursátil 
español pagaron el año pasado en 
dividendos el 35,4 % de sus ganancias.

Nuestras propuestas no solamente 
no generan problemas económicos, 
sino que contribuirían a contrarrestar 
la espiral de contracción del mercado. 

O dicho al revés, si permitimos que los 
salarios reales sigan bajando sin hacer 
nada, no solamente perderán los traba-
jadores, sino también todos aquellos 
negocios que de su gasto dependen. 
Perderá el asalariado, pero también el 
frutero, el pescadero y el que vende 
zapatos que son autónomos o peque-
ños negocios.

Tomar medidas expeditivas. 
Por eso proponemos a bote pronto:

Buscar medidas, retar a la inteli-
gencia para que los salarios suban con 
el IPC tanto en el sector privado como 
en el público. No hacerlo sobre todo 
en aquellas empresas con beneficios es 
un robo.

Incrementar el IPREM para que 
suban las pensiones no contributivas. 

La inflación se ceba con las fami-
lias de menores ingresos, que están 
viendo como el coste de la vida se les 
encarece el 66 % más que el de los 
hogares más ricos. Luego y paralela-
mente a la subida de salarios, empe-
zando por el SMI, es imprescindible 
eliminar el IVA de los productos bási-
cos de la cesta de la compra a cambio 
de gravar los beneficios en una econo-
mía que podemos considerar de guerra 
(o no salían soldados en el parte diario 
de la pandemia o no ha subido el 26 % 
el presupuesto de armamento), pues 
ahora toca combatir la guerra contra la 
pobreza y se tienen que gravar los be-
neficios y reparto de dividendos si no 
repercute en los aumentos de salario 
primero.

Lo decimos abiertamente. Sin es-
perar el permiso de la CEOE. Como 
ya pasó con la última subida del SMI, 
que decían que sería un desastre y en 
cambio aquí no ha pasado nada o en la 
última “reforma laboral”. Hay cosas 
que no pueden paralizarse porque no 
le gusten a Garamendi, a Florentino o 
a Botín.

Jordi Salvador Duch

Acabar con el delito de sedición
El delito de sedición, no existente en 
la Constitución, pero sí en el Código 
Penal, tiene una referencia inmediata: 
lo que hicieron los catalanes en 2017. 
Porque los jueces les han condenado 
así. Pero según algunos diccionarios, 
es actuar concertadamente para derri-
bar a los que gobiernan. No era el caso. 
En cambio, en la definición más co-
mún es que actúen concertada y tumul-
tuariamente para evitar que se cumplan 
las leyes. ¿Qué ley incumplieron? 
Querían votar. Si dos millones y medio 
se ponen de acuerdo en votar, ¿qué ley 
incumplen más allá de querer expresar 
su opinión?

Dice el Código Penal de 1995:
«Son reos de sedición los que, sin es-
tar comprendidos en el delito de rebe-
lión, se alcen pública y tumultuaria-
mente para impedir, por la fuerza o 
fuera de las vías legales, la aplicación 
de las leyes o a cualquier autoridad, 
corporación oficial o funcionario pú-
blico, el legítimo ejercicio de sus fun-
ciones o el cumplimiento de sus 
acuerdos, o de las resoluciones admi-
nistrativas o judiciales».

Los de Vox que salieron a la calle 
incumpliendo el confinamiento por-
que querían desobedecer pública-
mente a las autoridades, ¿querían 

incumplir las leyes? Sí, claro, que-
rían impedir el legítimo ejercicio de 
las funciones del Gobierno, o sus 
resoluciones administrativas. Pero 
nadie les procesa.

Lo que sí es claro es que los diri-
gentes del PP desde hace cuatro años 
impiden que se renueve el Consejo 
General del Poder Judicial. Eso debe-
ría ser el ejemplo más claro de sedi-
ción. Incluso se puede decir que pre-
tendían derribar a los que gobiernan, 
al impedir que se reúna legalmente el 
Tribunal Constitucional, o que se 
nombren legalmente los jueces.

¿Por qué no están en la cárcel
los dirigentes del  PP?
Porque arbitrariamente los fiscales y 
jueces han decidido que lo que hacen 
ellos no es sedición y en cambio si los 
catalanes ponen una urna sí lo es.

Estos días los periódicos están lle-
nos de comparaciones con lo que pa-
sa en otros países. Pero ninguno ex-
plica cómo funcionan los países euro-
peos donde no hay delito de sedición. 

Ha sido un espectáculo el que los 
exilados del 17 se paseen por Europa 
y en cada país ven de manera distinta 
si su actuación es o no sedición.

En un país es delito y en otro no. 
En un país puedes ir 15 años a la cár-
cel, pero ahora cambia la ley y pueden 
ser siete años y medio. 

El origen español
Según unos, el origen está en el 
Código Penal de 1848. Otros dicen 
que el origen está en 1822.

Es distinto. En 1822, el ejemplo 
era la disolución de los jesuitas como 
sediciosos. Y había que legislar para 
impedir el absolutismo de los jueces, 
que eran monárquicos contrarios a la 
Constitución.

Las preocupaciones eran distintas 
en 1848, cuyo Código Penal ha sido 
un modelo extendido. Buscaba codi-
ficar, institucionalizar el poder mo-
nárquico.  ¿Qué tiene que ver con lo 
de ahora? Había gobernantes que en 
aquel momento querían ejercer arbi-
trariamente, y hoy hay otros gober-

nantes que también quieren ejercer 
arbitrariamente el poder. 

Hoy para la derecha, es malo todo 
lo que venga de Cataluña, y es bueno 
todo lo que viene de la dictadura. Para 
Feijóo, es malo reducir las penas por 
sedición, porque quiere el Código co-
mo un arma de guerra contra los que 
“hacen concesiones al independentis-
mo”, es decir, contra los que se apar-
tan de los modos dictatoriales de po-
der. 

En definitiva, lo democrático sería 
eliminar el delito de sedición, que es 
un instrumento de la arbitrariedad del 
poder. Y por lo demás, todo lo que 
debilite ese delito, será positivo.

Andoni Zarra
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MOVIMIENTO OBRERO

Crisis, inflación y respuesta obrera
El País del pasado 23 de octubre comenta un 
estudio de la consultora Macrobond, según el 
cual la pérdida de poder de compra de los sa-
larios en la zona euro era en junio de un 6,2 % 
con respecto al año anterior. Y en España e 
Italia, de un 7,5 %.

La inflación- motivada, según estudio del 
gabinete económico de CCOO- debe atribuirse, 
en más de un 85 %, a los beneficios empresa-
riales, no es sino un mecanismo del capital 
para imponer un recorte masivo de los salarios 
reales. 

Frente a esta situación, la clase trabajadora 
se defiende en toda Europa. En Gran Bretaña 
ha habido una masiva huelga en el sector fe-
rroviario este verano. Miles de personas salie-
ron a la calle en Bruselas en septiembre, para 
exigir el mantenimiento de la escala móvil de 
salarios, que ajusta automáticamente los sala-
rios a la inflación, y decenas de miles salían a 
la calle en Praga, contra la inflación y la guerra.

En España, hemos participado en la masiva 
manifestación del 15 de octubre, convocada por 
las organizaciones de pensionistas, y que reu-
nió a 50.000 personas, mientras que al día si-

guiente, miles de personas salían a la calle en 
París contra la carestía de la vida.

A lo largo y ancho de todo el país se suce-
den las huelgas y movilizaciones obreras por 
los convenios colectivos, en las que la lucha 
por mantener el poder adquisitivo está en el 
centro. La Ayuda a Domicilio en Asturias, el 
Metal en Orense y en Álava, y un largo etcéte-
ra.

Muchos se preguntan qué hacen los dirigen-
tes de las principales organizaciones para or-
ganizar y unificar esta lucha por el poder de 
compra de salarios, pensiones y prestaciones 
sociales. Pero parecen presos de la política de 
“pacto de rentas”, y del temor a poner en en-
tredicho al Gobierno, y los anuncios de “salario 
o conflicto” no se traducen en la convocatoria 
de la movilización generalizada de la clase tra-
bajadora que la situación exigiría.

La movilización de delegados del día 3 de 
noviembre parece más un amago, una amenaza 
de loa que se podría hacer, que un verdadero 
paso adelante para organizar la movilización. 

El acuerdo de función pública, que signifi-
ca aceptar una pérdida de casi el 6 % del poder 

adquisitivo de los empleados y empleadas pú-
blicos, no puede ser el camino.

Pero la clase trabajadora no renuncia a de-
fender sus salarios, y a utilizar a las organiza-
ciones que ha levantado para que sean instru-

mentos de esa lucha. Del resultado de ese com-
bate depende el futuro de la población trabaja-
dora y, también, en buena medida, el de las 
propias organizaciones. 

Luis González

Organizar verdaderas movilizaciones para defender verdaderas reivindicaciones
La tasa de variación anual del IPC en 
el mes de septiembre se sitúa en el 
8,9%, un mes más da un golpe a las 
economías de las familias trabajadoras.

Ante la escalada inflacionista, que 
viene machacando la capacidad de 
compra de los trabajadores y ante el 
temor de que esto provocase una ola 
de movilizaciones como la que se rea-

lizó en la Bahía de Cádiz o con las 
dos semanas de huelga en el metal de 
Ourense,  el  Gobierno de Pedro 
Sánchez y Yolanda Díaz, aconsejados 
por la Unión Europea y el Sr Pablo 
Hernández de Cos, gobernador del 
Banco de España, corrieron a la bús-
queda de un Pacto de Rentas que sir-
viese de contención salarial  y tuviese 

bien amarradas a las organizaciones 
sindicales más representativas, para 
permitir que los especuladores de to-
do pelaje llenasen sus arcas, una vez 
más, a costa de los trabajadores, pen-
sionistas, de los pequeños comercian-
tes y de la precariedad de los jóvenes.

Pese a que los sindicatos presenta-
ron una plataforma de mínimos,  que 
admite una pérdida de poder adquisi-
tivo muy elevada, al plantear una subi-
da de 3,5 % para el 2022, 2,5 para el 
2023 y 2,00 para el 2024, la COE no 
admitió el más mínimo ligamen de los 
salarios a la subida de la inflación, 
¡quieren las manos libres! Para en 
nombre de la libre competencia pre-
sentar unas cuentas de resultados in-
sultantemente  beneficiosas, como las 
que acabamos de conocer mientras se 
escribe este artículo y que son: 
Iberdrola 3.090 millones de beneficio 
29% mas que en el 2021, Repsol  3.222 
millones de beneficio 40 % más que 
en el 2021, Banco Santander 7.300 
millones de beneficio, 25 % más que 
en el 2021, Sabadell 709 millones de 
beneficio, 92 % más que en el 2021.

Los trabajadores resisten y mues-
tran su disposición a la lucha por au-
mentos salariales según el IPC real 
como han demostrado los del metal 
de Ourense que tras dos semanas de 
huelga han subido 5 % para el 2022, 
5,5 % para el 2023 y un 4,5 % para el 
2024, la cláusula de revisión señala 
que los aumentos serán mayores si el 
IPC sigue creciendo, poniendo un to-
pe del 18 %.

UGT y CCOO habían convocado 
huelga de dos días en Tarragona y en 
de Barcelona, pero fueron desconvo-
cadas después de haber firmado  los 
respectivos convenios provinciales  
con las subidas siguientes: Tarragona 
6,2 para el año 2022, 3,4 para el 
2023, 2,8 para el 2024 y del 2,4 pa-
ra el 2025, sin absorciones ni com-
pensaciones  en estos dos casos, 
también incluye cláusula de revisión 
que será del 8,5 % cuando sobrepase 
el IPC al final de la vigencia del con-
venio. 

Como vemos la firma de estos 
convenios no garantiza el poder ad-
quisitivo de los salarios.

Algunas conclusiones inmediatas: 
de un lado los trabajadores han mos-
trado su disposición a luchar por sus 
salarios y condiciones laborales, de 
otro lado y en la práctica, supone la 
aplicación del Pacto de Rentas desea-
do por patronal y Gobierno, finalmen-
te  contención de salarios y desmovi-
lización.

La clase obrera no renunciará a 
sus derechos y a la lucha por la subi-
da salarial sin pérdida de poder adqui-
sitivo.

 La escala móvil de salarios para 
que estos suban automáticamente con 
la subida del IPC es una reivindica-
ción que es de plena actualidad, 
acompañada de un control de precios 
exhaustivo para todos los productos 
de primera necesidad, tanto energéti-
cos como alimenticios.

Para lograrlo habrá que organizar 
verdaderas movilizaciones que reco-
jan verdaderas reivindicaciones en  
unidad con las organizaciones sindi-
cales en las que se integren todos los 
sectores.

José A. Iniesta

Manifestación en Madrid y pacto de desguace sanitario
Entrevistamos a Carmen San José, médico de familia, del MATS, exdiputada regional por Podemos (ver entera en nuestra web)
Información Obrera: Esta semana ha 
habido una manifestación muy masi-
va, se ha desconvocado la huelga y 
firmado un plan rechazado por la po-
blación.
Carmen San José: Fue una manifes-
tación que para mí es un punto de 
inflexión. Porque hasta ahora no ha-
bía habido manifestaciones tan nume-
rosas acerca de la sanidad. Más allá 
de la discusión sobre las cifras, es más 
numerosa que todas las que ha habido 
en los últimos años por la sanidad pú-
blica, en defensa de la atención pri-
maria. Pero otra de las cosas que sig-
nifica un giro es que nos encontramos 
tanto trabajadores sanitarios como la 
ciudadanía en general. 

Hay que saber que la ciudadanía, 
vecinos y vecinas, desde que pasó la 
primera ola de la pandemia, hace dos 
años, venían exigiendo que los cen-
tros de salud tuviesen el personal ade-
cuado. Porque se ha prolongado mu-
cho no tener profesionales y retardar 
mucho  las citas. Antes, una persona 
que llamaba a su centro de salud para 
que le atendiese su profesional, fuese 
la enfermera, fuese una médica, a lo 
mejor tardaba como mucho 4 o 5 días. 
Lo habitual era antes de los dos días. 
Ahora llamas, primero te atienden por 
teléfono, pero la cita presencial tarda 
unos 15 días. Los vecinos y vecinas 
venían protestando, sobre todo en el 
sur de Madrid. Me refiero sobre todo 

a la falta de médicas y médicos, y pe-
diatras, aunque el personal de enfer-
mería a veces faltaba. 

Esta población que venía movili-
zándose se ha unido con el personal 
sanitario, que se había movilizado 
menos. Esta confluencia, la cuantía y 
las personas que confluyeron era un 
punto que cambiaba la correlación de 
fuerzas que habíamos tenido. Para mí 
lo sorpresivo ha sido que al cabo de 
dos días, el lunes, se sentaran a nego-
ciar los sindicatos de la mesa sectorial 
(CCOO, UGT, CSIT, Amyts y Satse)  
después de una negociación de bas-
tantes horas, el mismo lunes anuncia-
ban que aparcaban la huelga que iba 
a comenzar el martes dos días más y 
preguntaban a sus bases qué hacer con 
el preacuerdo que habían alcanzado. 

Para mí es un error muy grave que 
no hayan aprovechado la fuerza que 
se había demostrado en la moviliza-
ción para obtener algo sustancial. Su 
preacuerdo lo que hacía era limar al-
gunos de los puntos más conflictivos 
o negativos. Sobre todo un control de 
las horas, porque ya se anunciaba mu-
chísimas más horas que nuestra jor-
nada ordinaria,  y que en lugar de que 
los profesionales fuesen de un centro 
a otro, se les adscribiese a un solo 
centro. Las bases más o menos debie-
ron estar de acuerdo, porque lo firma-
ron el miércoles por la tarde. Salvo un 
sindicato de médicos Amyts, que no 

lo firmó porque veía que pesaban más 
los inconvenientes.

El mayor error es que los sindi-
catos mayoritarios entran en el mar-
co, en la propia filosofía que tiene el 
plan de urgencias extrahospitalarias 
de la Comunidad de Madrid. No re-
chazan el plan, se ponen a modificar 
minucias. Serán importantes, pero si 
se va a aplicar todo el plan son mi-
nucias. El significado del plan es 
cambiar todo el modelo de la aten-

ción primaria de la Comunidad, que 
es el primer escalón de la asistencia 
sanitaria del Servicio Madrileño de 
Salud. Tiene varias patas, la atención 
que llevan a cabo los equipos multi-
disciplinarios (médicas, médicos, 
personal de enfermería, auxiliar de 
enfermería, técnicas de cuidado, tra-
bajadoras sociales, administrativas, 
celadoras), todo un plantel de profe-
sionales que se encarga de la salud 
en toda una área básica. Además te-

nemos urgencias de atención prima-
ria, que había de dos tipos. Los ser-
vicios de atención rural, SAR. Y en 
la capital los SUAP, servicios de ur-
g e n c i a  d e  a t e n c i ó n  p r i m a r i a . 
Podíamos considerar estas tres patas. 

Pues bien, el plan de la Comunidad 
de Madrid, que ha anunciado la Sra. 
Ayuso, es: ¿Están exigiendo que se 
abran los SUAP? Aprovecho y modi-
fico todo el modelo de atención pri-
maria. En lugar de abrir solamente los 
37 SUAP, desmonta los 40 servicios 
de atención rural. Como los SUAP 
llevaban cerrados más de dos años, 
muchos profesionales se habían ido, 
por lo cual para abrir los 78 nuevos 
centros de urgencia –que primero los 
han llamado PAC, Puntos de Atención 
Continuada, pero ya se desliza el 
nombre de Centros 24 horas–, de un 
plumazo quiere que esos 78 centros 
los atiendan solo con el personal de 
los SAR, que son unos 700 profesio-
nales, y unos poquitos más que que-
dan de los SUAP. No da abasto. 
Cuando anteayer se ponen en marcha, 
lo primero es la falta de profesionales. 
Pero además, aunque no estaba firma-
do, la Consejería en un segundo in-
tento presiona a los profesionales de 
los Centros de Salud. Es el desmon-
taje, el deterioro, en todos los niveles 
de la Atención Primaria. 

Entrevista realizada
por Manuel Cuso 
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Manifestación masiva en Madrid
Por la Sanidad Pública y de calidad
El anterior número de Información Obrera in-
formaba del grave plan que ha lanzado el go-
bierno Ayuso para desmantelar la atención 
primaria de salud, suprimiendo el servicio de 
asistencia primaria por las tardes, encogiendo 
el servicio de urgencias, reduciendo personal 
en todas las áreas, aumentando las horas labo-
rales al año en más de 100 en algunas catego-
rías…

El día 20 Ayuso anunció que el 27 abrirían 
80 dispositivos de urgencia de atención prima-
ria.

La respuesta fue una huelga indefinida a 
partir del martes 25 de Satse, CCO, UGT, 
Amyts, CSIF-UP, y una manifestación unitaria 
el sábado 22 convocada por hasta treinta orga-
nizaciones incluyendo Más Madrid, PSOE, 
Podemos, IU.

Más recursos para el sistema público de salud
Mejora de las condiciones laborales

Aumento de la financiación

La manifestación fue muy masiva, con una 
asistencia de 23.000 (sindicatos) y 50.000 (la 
policía). Muy superior a la de anteriores con-

vocatorias por la sanidad. La gravedad del 
golpe de Ayuso, añadiéndose a una situación 
ya crítica, lleva a la agonía a la atención pri-
maria, lo que motivó esta asistencia, alentada 
por el éxito la semana anterior de la manifes-
tación estatal de pensionistas.

Esto muestra que hay una gran disposición 
de los trabajadores a movilizarse, en particular 
por la sanidad, lo que falta es una política de 
las organizaciones que lo facilite.

Necesitan romper
El lunes 24 la Consejería y los sindicatos se 
reunieron durante 7 horas alcanzando un pre-
acuerdo, que el martes fue presentado a los 
afiliados. Con lo cual la huelga indefinida fue 
atrasada y luego cancelada, pues el único sin-
dicato que no aceptaba era Amyts, que convo-
cará otra huelga.

¿Qué concedió el Gobierno regional?
Algunas dificultades para que los centros de 
urgencias cubran las peores carencias con per-
sonal del centro de salud mediante horas ex-
traordinarias. Lo que desguarnecería más a los 
centros de salud.

Computar las horas extraordinarias de los 
de urgencias como tales, con lo que se reduce 
el drástico aumento horario.

¿Qué rechaza Amyts? Que se cubra con la 
mitad de médicos el servicio de los 80 centros 
de urgencias. Esto lo reconocen todos, pero los 
demás sindicatos dejan la representación de las 
reivindicaciones de los médicos a Amyts. 

A ello parece añadirse que se acepta el 
cambio de horario de las urgencias, desde las 
17 h. en lugar de empezar a las 21. Donde hay 
más afluencia de pacientes podrán funcionar a 
la vez el centro y la urgencia, pero la puerta 
está abierta para el cierre de los centros de 

salud por las tardes, con un gran ahorro de 
personal y una grave pérdida de servicio.

Ayuso ha dado un paso en su plan.
En una negociación solo de urgencias se ha 

jugado con la suerte de los centros de salud. 
El Gobierno regional juega con la división mé-
dicos y no médicos, urgencias y no urgencias, 
para ir reventando el servicio. Y los sindicatos, 
que deben defender a todas las categorías, ¿han 
respondido a la movilización del día 22? No 
desde nuestro punto de vista, ya que ese acuer-
do choca de frente con las reivindicaciones de 
la manifestación.

MC

Lebrija: más de 5.000 se movilizan contra 
el cierre de urgencias en su hospital

El sábado 22 de octubre, más de 5.000 vecinos y 
vecinas de Lebrija salieron a la calle para exigir 
más personal para el centro de salud y para pro-
testar contra el cierre del servicio de urgencias de 
su hospital. La manifestación, convocada por la 
Plataforma en Defensa de la Sanidad Pública de 
Lebrija, partió del centro de salud y finalizó con 
la lectura de un manifiesto en las puertas del hos-
pital.

La atención primaria en Lebrija sufre un de-
terioro muy importante. Desde hace años, no hay 
pediatra en el centro de salud, y faltan muchos 
médicos de familia. De una plantilla de 15 médi-
cos de familia y 4 pediatras que es la adjudicada 
al centro de salud, hay sólo 7 médicos, muchos 
de ellos con problemas de papeles con extranjería. 
La espera para conseguir una cita en el centro 
llega a 40 días. 

Para responder a esta situación, hace varios 
años, se organizó una Plataforma en Defensa de 
la Sanidad Pública en Lebrija, que ha mantenido 
muchas acciones: concentraciones ante el centro 
de salud, recogida de 7.500 firmas en muy corto 
espacio de tiempo, dos grandes manifestaciones, 
asambleas, etc. También han participado, junto 
con plataformas de otras localidades, en dos mar-
chas  hacia el Hospital de Valme, donde reside la 
dirección del Área Sur de Sevilla del SAS.

El cierre de las urgencias del hospital,
un paso más
En Lebrija hay un Hospital de Alta Resolución, 
con consultas de especialidades, quirófanos y un 
servicio de urgencias.  El pasado mes de junio, la 
Gerencia del Distrito Sanitario Sevilla Sur decide 
reducir de tres a dos médicos por turno la cober-
tura de  las urgencias hospitalarias. Una decisión 
que acelera el deterioro que ya tenía el servicio. 
En pocas semanas,  renuncian a su puesto 10 de 
los médicos. 

A comienzos de octubre, la gerencia del dis-
trito decide cerrar al público el servicio de urgen-
cias del hospital, y abrir un punto de urgencias en 
el centro de salud. El 17 de octubre –denuncia la 
plataforma- se precipitan “los hechos que acaban 
en el traslado de las urgencias de un lugar per-
fectamente equipado como es el CHARE, a un 
centro de salud que acumula carencias de perso-
nal desde hace años y cuya infraestructura deja 
mucho que desear.”

La Plataforma responde convocando una 
asamblea multitudinaria en la Plaza del Pueblo, 
en la que se decide, por unanimidad, la convoca-
toria de una manifestación para el sábado 22 de 
octubre, a las 11,30, desde el centro de salud al 
Hospital de Alta Resolución. Se consigue el apo-
yo del Ayuntamiento, en un pleno extraordinario 
en el que votan a favor PSOE, Ganemos Lebrija 
y Ciudadanos, y sólo el Partido Popular votó en 
contra. 

Como señala el manifiesto de la Plataforma 
“todo esto esconde una estrategia impulsada por 
gente en el poder y sus acólitos sin escrúpulos, 
consistente en el deterioro de la Sanidad Pública, 
cuya puerta de acceso es la Atención Primaria, 
para favorecer intereses de las multinacionales, 
fondos de inversión ubicados en paraísos fiscales 
y aseguradoras del ámbito sanitario privado”.

Con los compañeros de Lebrija, manifesta-
mos: 

¡¡GOBIERNE QUIEN GOBIERNE LA 
SANIDAD PÚBLICA SE DEFIENDE!!

¡¡CON NUESTRA SALUD NO SE 
NEGOCIA!!

¡¡LAS URGENCIAS EN EL CHARE Y NO 
EN EL CENTRO DE SALUD!!

¡¡POR UNA SANIDAD PÚBLICA Y DE 
CALIDAD!!

Antonio Montaño

¡¡ La sanidad pública se defiende!! 
Este viernes 14 de octubre se ha realizado en la 
Casa de Cultura de Manises una mesa redonda 
con representantes de las diversas plataformas y 
sindicatos en lucha por mejorar la asistencia den-
tro de este departamento que atiende a 14 muni-
cipios y una población de más de 200.000 ciu-
dadanos y ciudadanas.

El acto contó con una nutrida asistencia y 
participación de bastantes vecinas y vecinos de 
estas localidades en el posterior coloquio, culmi-
nando con un llamamiento a la concentración 
frente al hospital de Manises convocada para el 
próximo 25 de octubre a las 18 horas por la 
Plataforma Ciudadana.

 Tras la presentación desde la mesa, las pri-
meras intervenciones expusieron la grave proble-
mática sufrida. Paco Valero, de la plataforma 
“Salvem la Atenció Primària” y coordinador del 
Núcleo de Salud del PCPV, expuso la importan-
cia de este dispositivo de entrada al sistema asis-
tencial y cómo se había ido deteriorando más si 
cabe con la excusa de la COVID19, reduciendo 
tanto el personal como las instalaciones dentro 
de la mayoría de los municipios. 

José Navarro, portavoz de la Plataforma en  
Defensa de la Sanidad Pública del Departamento 
de Manises que integra bastantes asociaciones 
vecinales y de distinto tipo, añadió que esta fal-
ta crónica de personal y recursos asistenciales 
era quizás más evidente aún en los centros de 
especialidades de los municipios más grandes y 
en el propio Hospital de Manises, un centro de 
gestión todavía privada pese a las promesas de 
los dos últimos Gobiernos progresistas de la 
Generalitat, e incidió en la importancia y la ne-
cesidad de la movilización vecinal, que hasta el 
momento ha sido la única en conseguir algunos 
avances limitados y parciales.

Javi Parrilla, sindicalista de UGT en el 
Hospital de Manises, expuso la precaria situación 
de la plantilla y los problemas derivados de la 
gestión privada de personal. Desde que se echó 
para atrás la propuesta socialista de crear una 

empresa pública de gestión, tanto la dirección 
del Hospital como la Conselleria siguen eludien-
do debatir la reconversión como personal públi-
co añadiendo aún mayor conflicto al funciona-
miento de los servicios, infradotados y con am-
plias carencias.

Finalmente, Blas Ortega, portavoz del CATP 
y miembro del periódico Información Obrera, 
comenzó enmarcando esta problemática dentro 
de la espiral de recorte presupuestario que se ha 
venido implantando gobierno tras gobierno con 
justificaciones diversas: crisis económica, 
COVID19, guerra… Seguidamente expuso que 
las dos últimas legislaturas bajo gobierno “pro-
gresista” han seguido manteniendo los recortes, 
pese a las promesas que habían formulado de 
desprivatizar la gestión asistencial, por lo que la 
única opción seguía siendo organizar una movi-
lización ciudadana y sindical lo más amplia po-
sible, poniendo como ejemplo la reversión del 
Hospital de Torrevieja o de las resonancias mag-
néticas, o como la convocatoria del día siguiente 
en Madrid por unas pensiones y salarios que 
aumenten a la par que el IPC. La inminente apro-
bación para 2023 de unos “presupuestos de gue-
rra” planteados por el Gobierno que incluye un 
aumento oficial del 26 % de gastos militares y 
menos del incremento del IPC para sanidad, va 
a suponer mayores recortes en la asistencia para 
la clase trabajadora. Por eso hay que plantear una 
guerra a la guerra, de manera que, gobierne quien 
gobierne, la sanidad pública ha de defenderse.

La riqueza del coloquio realizado a continua-
ción abordó varios ejes: si era necesaria la recon-
versión a lo público de todo el sistema asisten-
cial, también si bastaba con votar “mejor” en los 
próximos comicios, así como los pasos a dar 
para conseguir las reivindicaciones planteadas. 
Por último, se coincidió en apoyar tanto la ma-
nifestación del día siguiente en Madrid como la 
concentración del 25 de octubre frente al 
Hospital.

Corresponsal València, 16 octubre
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Acuerdo salarial en el sector público: nada que celebrar
“Salario o conflicto”. Así rezaba el lema de 
la campaña que CCOO había desplegado tras 
la ruptura de las negociaciones del V Acuerdo 
para el Empleo y la Negociación Colectiva, 
con el objetivo de exigir una subida salarial 
que evitase el deterioro del poder adquisitivo 
provocado por la inflación. A pesar de su 
aparente contundencia, el líder de esta 
organización, Unai Sordo, se encargó de 
disipar las dudas acerca de la actitud que iba 
a mostrar el sindicato en los procesos de 
negociación: “No es realista pedir un aumento 
del 10 % en los salarios para combatir la 
inflación”. Con estas declaraciones durante 
el periodo estival se desvanecían todas las 
expectativas que se podrían haber depositado 
en que CCOO luchara incondicionalmente 
para evitar que el repunte inflacionista 
recayera sobre los asalariados.

De ahí que, a pesar de que encarne un 
ataque directo a las remuneraciones de los 
empleados públicos, esta organización haya 
celebrado el recién aprobado Acuerdo Marco 
2022-2024 para una Administración del 
Siglo XXI. El otro sindicato mayoritario del 
sector, UGT, también lo ha valorado como 
un avance, calificándolo como “una salida 
razonablemente realista” que “permite paliar 
el efecto de la inflación” sobre los empleados 
públicos. Parece que su actuación responde, 
más que a la defensa de los intereses de los 
trabajadores, al objetivo de respaldar al 
Gobierno autodenominado progresista, a pe-
sar del claro carácter regresivo que muchas 
de sus decisiones tienen sobre la clase traba-
jadora.

El acuerdo alcanzado recoge una subida 
acumulada del salario nominal del 9,5% du-
rante el periodo 2022-24, cuando el último 
dato de inflación, el relativo al mes de sep-
tiembre, refleja un incremento interanual de 
los precios del 8,9 %. Es decir, el ritmo de 
crecimiento actual de los precios, práctica-
mente, se habría comido ya esa variación 
acumulada de los salarios nominales. Todo 

ello sin considerar que el IPC es un índice 
que subestima el verdadero aumento de los 
precios ya que, entre otros motivos, no inte-
gra la evolución del precio de compra de la 
vivienda. Por lo tanto, es inadmisible que se 
valore como un logro un acuerdo que impli-
ca el deterioro del salario real de los trabaja-
dores.

Mucho más grave aún es que se intenten 
enmascarar los verdaderos términos del 
acuerdo. En primer lugar, porque dentro de 
ese 9,5 % acumulado se recoge el 2 % de 
subida salar ia l  ya aprobado por  los 
Presupuestos Generales del Estado de este 
año. Pero, además, porque ni siquiera está 
garantizado ese monto total: únicamente se 
ha cerrado un 8 % fijo mientras que el 1,5 % 
restante solo se hará efectivo si se alcanzan 
ciertos valores de inflación y crecimiento 
económico durante los años 2023 y 2024.

Al igual que se asumió el discurso oficia-
lista de que únicamente a través de la conten-
ción salarial se podría crear empleo, las di-
recciones de las centrales sindicales han dado 
por buenas las amenazas de que un incremen-
to de los salarios parejo al ritmo de creci-

miento de los precios puede generar una es-
piral inflacionista, a partir de los efectos de 
segunda ronda.

Por lo tanto, el acuerdo alcanzado tiene 
un carácter claramente lesivo para los intere-
ses de los trabajadores. Por una parte, conso-
lida la merma del poder adquisitivo para más 
de tres millones de empleados públicos, lo 
que implicará un claro retroceso del nivel de 
vida de estos trabajadores. Pero, además, de-
fine un referente regresivo para los asalaria-
dos del sector privado, al provocar una pre-
sión adicional a la baja sobre la negociación 
de sus condiciones laborales.

Los empleados públicos tenemos que exi-
gir a nuestras organizaciones sindicales que 
combatan para alcanzar una reivindicación 
básica: el blindaje del salario real. Para ello, 
se deberían implementar mecanismos de re-
visión automática de los salarios, con carác-
ter retroactivo, en función de la evolución del 
nivel de precios que sirvieran para, al menos, 
mantener su poder adquisitivo.  
Francisco Javier Murillo, Mario del Rosal
profesores de la Universidad Complutense 

de Madrid y afiliados a CCOO

Enseñanza: La mayoría
del Parlamento Vasco
contra la mayoría
de los ciudadanos
5 de noviembre a la manifestación
en defensa de la Escuela Pública en Bilbao1
El Gobierno autonómico de PNV-PSOE, con el apoyo de 
EH Bildu y Elkarrekin – Podemos / IU quiere aprobar es-
te curso 2022-2023 la llamada Ley Vasca de Educación que 
sustituirá a la vigente Ley de la Escuela Pública Vasca.

Plataformas de ciudadanos en Defensa de la Escuela 
Pública Vasca de numerosas comarcas; sindicatos como 
CCOO, LAB o Stee-Eilas; sindicatos de estudiantes y or-
ganizaciones juveniles diversas (incluso la propia Gazte 
Komunistak); la Federación de AMPAS, etc., han convo-
cado a manifestarse en contra  de esa mayoría parlamen-
taria y en su comunicado que podéis leer en el enlace ad-
junto no dejan lugar a dudas sobre el brutal ataque que 
este cambio de ley significa.

Es de destacar en el terreno de la privatización:
"(…) el borrador crea un nuevo concepto denominado 

Servicio Público Vasco de Educación, dice que “este ser-
vicio se prestará a través de los centros públicos y de los 
privados concertados”, y que por lo tanto corresponde la 
misma financiación a ambos tipos de centros. Esto indica 
claramente que no se facilitará el crecimiento de la escue-
la pública ni se le dará un trato prioritario. (…)".

Los convocantes hacen una denuncia del carácter nacio-
nal-católico de la nueva ley:

"(…) Queremos un sistema educativo público laico. La 
ley plantea lo contrario: la oferta religiosa será obligatoria 
en la escuela pública y los centros concertados con ideario 
religioso recibirán la misma financiación que los públicos. 
(…)".

Y tres asociaciones que luchan por el laicismo se han 
pronunciado abiertamente contra esta misma ley2:

"(…) En definitiva, el nuevo pacto educativo ni avanza 
en la separación Iglesias-Estado ni en el desarrollo de la 
libertad de conciencia ni en un sistema educativo universal 
e igualitario. No da pasos hacia la necesaria laicidad.

Para evitar que se aplique este pacto es necesario que 
nos unamos todas las organizaciones partidarias de la 
Escuela Pública y del laicismo, base misma de la demo-
cracia, llamando a la sociedad a movilizarse con ese obje-
tivo. (…)".

Un primer paso para romper el pacto contra la ense-
ñanza pública del Parlamento Vasco es convocar y organi-
zar la asistencia a esta manifestación.

Mikel González, 
Miembro de Europa Laica (Bilbao)

1.- http://www.plataformaeskolapublikoa.eus/wp-content/
uploads/2022/10/Rueda-de-Prensa-A-5_gaz_Topagune.docx
2.- https://informacionobrera.org/euskadi-pacto-educativo-
no-laicidad/

¡Hay que impedir la aprobación de la LOSU, 
plenamente continuista de la LOU!
Estudiantes y profesores de Madrid y Barcelona 
hemos iniciado hace justo una semana una campa-
ña contra el proyecto de Ley de Reforma del Sistema 
Universitario. Se concreta en particular, pero no 
sólo en la recogida de firmas, lo más masivamente 
posible, para dirigirnos a los miembros del Congreso 
(y en el Parlamento de Cataluña, etc.), con el obje-
tivo de plantearles la necesidad democrática de la 
retirada inmediata del proyecto

A su vez, somos conscientes de que esta no 
es la única vía, nos encontramos en un momento 
de confusión e incertidumbre y, por eso, es más 
necesaria que nunca la concienciación sobre la 
situación en las universidades del Estado. Es por 
ello que, junto con la recogida de firmas contra 
la LOSU y el debate continuo con compañeros 
y trabajadores de la universidad, vamos más allá, 
identificando que la LOSU es una medida más 
de todo el paquete de políticas antiobreras que 
el Gobierno "progresista" está aplicando. La or-
ganización de los estudiantes no puede limitarse 
al ámbito universitario, quieren destruir las rei-
vindicaciones que el movimiento obrero ha con-
quistado desde antes de la muerte del dictador. 
Nuestro sistema público de pensiones, las con-
diciones laborales tras cada reforma laboral, los 
servicios públicos son atacados. Y, ahora, a los 
jóvenes, trabajadores y estudiantes, se nos niega 
el estudio con las altas tasas y escasez de plazas, 
cuando el sueldo medio no llega para vivir con 
dignidad.
CAUP, Comité de Acción Unitaria por la Pública

¡No a la aprobación del proyecto de
«nueva» ley universitaria (LOSU)!
El pasado 21 de junio, prácticamente en pe-
riodo vacacional, el Gobierno aprobó su 
proyecto de LOSU, que pasa así a su trami-
tación parlamentaria. El proyecto no recoge 
las reivindicaciones ni de trabajadoras y 
trabajadores de la universidad, ni del estu-
diantado, porque no se ha elaborado de una 
forma realmente participativa.

De hecho, en rigor no se trataría de una 
nueva ley, puesto que su contenido es ple-
namente continuista de la vigente LOSU 
aznarista, que siempre ha sido rechazada 
muy ampliamente. En concreto, promueve 
la mercantilización y privatización de la 
universidad pública, mantiene la precarie-
dad laboral, limita el acceso a los estudios 
en función del nivel de ingreso de las fami-
lias y cuestiona la autonomía universitaria, 
así como, en general, su funcionamiento 
democrático.

Ante esto, quienes firmamos esta ini-
ciativa nos dirigimos a las diputadas y los 
diputados del Congreso instándolos a re-

chazar el proyecto, no para su revisión ni 
modificación, sino para un nuevo redacta-
do, desde cero, que permita la elaboración 
de una nueva ley, concorde a las exigencias 
de una universidad pública que asegure el 
derecho democrático a la enseñanza, revir-
tiendo los recortes acumulados. Una uni-
versidad pública de calidad, no discrimina-
dora socialmente, científica, con la dota-
ción presupuestaria que cubra la plantilla 
necesaria, contratada dignamente, así como 
el sistema de becas que garantice el acceso 
del conjunto del estudiantado en el estudio, 
que tiene que ser gratuito. Para hacerlo es 
imprescindible que el proceso de elabora-
ción de la nueva ley cuente efectivamente 
tanto con el estudiantado como con las tra-
bajadoras y los trabajadores, con las orga-
nizaciones sindicales y estudiantiles que 
realmente los representen.

CAUP (Comité de Acción Unitaria 
por la Pública)

@caup_estudiants

Así es imposible acceder
a una vivienda
El precio medio de compra de una vivienda ha subido de manera 
desaforada en el último año (casi un 9% de subida interanual en 
junio). El precio de los alquileres está, igualmente, por las nubes.  
María Matos, jefa de Estudios de Fotocasa declara en El País  que 
“el precio del alquiler alcanza su nivel máximo histórico, con una 
tendencia alcista”. Se registran subidas de entre el 10 y el 30%, 
según las localidades.   Cuatro de cada diez inquilinos han de 
dedicar más del 40% de sus ingresos a pagar su alquiler. Y muchos 
viven en infraviviendas (hace poso salía en televisión una “vivien-
da zulo” en Madrid, de 16 metros cuadrados, en un semisótano, a 
la que hay que entrar a gatas, y que se vende por ¡120.000 euros! 

La proliferación de viviendas turísticas, la escasez de viviendas 
para alquilar, y la especulación de algunos propietarios han lleva-
do a esta situación. 

¿Para cuándo un plan de construcción pública de viviendas de 
precio asequible? ¿Para cuándo medidas contra los especuladores 
que vulneran el derecho  a la  vivienda? 

LG 
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El Gobierno PSOE-UP presenta unos presupuestos "de guerra" para 2023
El Consejo de Ministros del martes 4 de octubre aprobó finalmente el proyecto de 
Presupuestos Generales del Estado para su tramitación parlamentaria. En ellos, aumentan 
el gasto militar un 24 %, y apuntalan la pérdida de poder adquisitivo de los salarios y los 
recortes de servicios públicos, deteriorados por la inflación disparada.

Se trata, pues, de unos presupuestos con el mayor 
gasto militar de España en los últimos 40 años, y 
que, para justificarlo, incluyen entre otras diver-
sas medidas "light" publicitadas con "medias 
verdades" o completas engañifas.

El crecimiento histórico de las partidas pre-
supuestarias de gastos militares puede constatar-
se en esta gráfica, aunque con toda probabilidad 
las cuantías se superarán con creces a lo largo del 
2023, como ha sucedido en anteriores ejercicios 
(este año fueron los 1.000 millones de euros extra 
que se aprobaron vía créditos extraordinarios). 
Incremento de defensa al que hay que sumar 
igualmente otras partidas difíciles de detectar se-
gún programas de gasto pero que acaban engro-
sando el presupuesto militar, como las destinadas 
a dotar de más medios e infraestructuras las ins-
talaciones estatales, buscando así mejor imple-
mentar las políticas guerreristas contra los traba-
jadores y los pueblos de este y de otros países 
semicoloniales y de fortalecer los intereses mili-
taristas de la OTAN.

Y frente al discurso oficial de Unidas 
Podemos para justificar la aprobación del des-
orbitado crecimiento del gasto militar, argumen-
tando que es un coste que no ha formado parte 
del techo de gasto consensuado con el PSOE y 
que retrae recursos del resto de partidas, inclui-
das las de carácter social, la realidad lo contra-
dice. Este incremento, en todo caso, va a contri-
buir de manera directa a incrementar el gasto 
público y por lo tanto la deuda pública, ocasio-
nando posteriormente más recortes en pensio-
nes, sanidad o educación.

Devaluación salarial y gasto social con partidas 
por debajo de la inflación
Precisamente, el Proyecto de Presupuestos pre-
sentado consolida también una fuerte devalua-
ción salarial para el empleo público. La partida 
destinada a tal fin condena a casi 3 millones de 
trabajadores y trabajadoras a perder en torno a 
un 7 % de poder adquisitivo este año, puesto 
que la subida salarial será de tan solo un 3,5 % 
en total para 2022. En cambio, la inflación as-
ciende al 9 % -ha estado por encima del 10% 
muchos meses-, y se han producido aumentos 
del 15 % en alimentos y más del 60 % en el 
gas y la electricidad. 

Con estas subidas salariales del Gobierno 
“progresista”, que los medios publicitan como del 
9%, omitiendo que es un aumento escalonado 
hasta llegar a 2024 (y si se cumplen ciertas con-
diciones), las propuestas del PSOE-UP resultan 
bastante equiparables a las de la patronal y los 
poderes económicos europeos.

Del mismo modo, también se han lanzado a 
vender los presupuestos como “el mayor gasto 
social de la historia”, pero en la mayoría de las 

partidas de gastos sociales esenciales ni siquiera 
se equipara con respecto a los anteriores. Por po-
ner algunos ejemplos, se pretende destinar a 
Sanidad un 6,7 % más de los recursos en relación 
a los Presupuestos del año pasado. Claramente 
por debajo de los precios actuales y del nivel que 
los expertos esperan hacia finales de año (en tor-
no al 8 %), al que habría que añadir la inflación 
del año 2023.

Si hablamos de la Educación tenemos un cre-
cimiento del 6,6 % que sigue siendo inferior al 
del IPC. Y qué decir del IPREM, el índice con el 
que se calculan las ayudas sociales, que sube a 
600 euros, una auténtica miseria que muchas ve-
ces ni siquiera se pagan íntegramente.

En definitiva, estas “políticas sociales” no 
pasan de ser tenues migajas para tratar de con-
tentar a la población. Y también hay que añadir 
que se trata de un Presupuesto tramposo en la 
estimación de ingresos y gastos, como muestran 
las tablas anexas.

¡Abajo estos presupuestos militaristas,
arriba los salarios y las pensiones!
Lejos de ser “los Presupuestos con mayor inver-
sión social de la historia”, como titula la prensa 
“progresista”, son unos Presupuestos que van 
directamente contra los salarios, al provocar otra 
devaluación salarial que sufrirán millones de em-
pleadas y empleados públicos y que servirá de 
modelo a la patronal, enrocada en no admitir en 
la negociación cláusulas de revisión salarial au-
tomáticas según el coste de la vida.

Ceder desde la izquierda social y política a 
estas políticas derechistas del Gobierno sin duda 
traerá consecuencias, además del sufrimiento cre-
ciente de la población. Por ello, la única alternati-
va a estos presupuestos de guerra y al "pacto de 
rentas" que lleva implícito, pasa por exigir unos 
presupuestos de PAZ y para satisfacer las necesi-
dades acuciantes de la gran mayoría trabajadora.

Juanjo Llorente (6 de octubre de 2022)

La sanidad en los Presupuestos 2023

Dice el Gobierno que la sanidad es 
«otra de las políticas que se refuer-
zan» en los Presupuestos Generales 
del Estado para 2023. ¿A quién 
pretenden engañar? El incremento 
del gasto en sanidad es del 6,7 %, 
frente a una estimación del IPC 
acumulado del 9% para el año 
2022. Esto supone realmente, si 
tenemos en cuenta la inflación, un 
recorte en la sanidad de un mínimo 
del 2 % para 2023 respecto al pre-
supuesto de este año. «Reforzar» 
la sanidad sería subir el gasto sa-
nitario en los centros públicos (y 
no en los conciertos con los priva-
dos) un 26 %, y tampoco se refor-
zaría tanto, dados los recortes acu-
mulados estos años en la sanidad 
pública. El 26 % es lo que sube el 
gasto en Defensa para cumplir las 
exigencias de la OTAN y de la 
Administración Biden.

Hay quienes podrían pensar 
que, como la sanidad está transferi-
da a las CC.AA., el gasto del 
Ministerio no sirve para juzgar la 
política del Gobierno central, que 
son los Gobiernos autonómicos los 
que tienen la responsabilidad de 
aumentar el gasto sanitario. Vale la 

pena comprobar si este argumento 
se ajusta a la realidad.

En primer lugar, algo repetido 
hasta la saciedad: los PGE son la 
concreción de la  pol í t ica  del 
Estado (monárquico), constituyen 
la orientación, el marco, las líneas 
básicas que deben seguir los go-
biernos autonómicos, sin margen 
para variar en nada sustancial esa 
política. Tampoco se lo proponen, 
son subsidiarios de las decisiones 
a d o p t a d a s  p o r  l a  C o m i s i ó n 
Europea, de la política armamen-
tista y de guerra auspiciada por el 
capital financiero.

Dice el Gobierno que «en el 
ámbito de la atención primaria y 
comunitaria se transfieren 450 mi-
llones a las CC.AA. para infraes-
tructuras, y 50 millones para el 
impulso del grado en medicina en 
l a s  u n i v e r s i d a d e s » .  L a s 
manifestaciones, las más de las 
v e c e s  m a s i v a s ,  c o n t r a  e l 
desmantelamiento de la Atención 
P r i m a r i a  d e  S a l u d  s o n  y a 
permanentes, hoy aquí y mañana 
allí. Solo la bondad de los dirigentes 
sindicales con el Gobierno hace 
q u e  n o  s e  t r a n s f o r m e n  e n 

movilizaciones contundentes, 
unificadas con un mismo plan que 
hagan retroceder a los Gobiernos, 
central y autonómicos; y qué decir 
de la falta de profesionales. ¿Con 
500 millones pretende el Gobierno 
solucionar estos problemas?

En cada ocasión que se presta 
a ello, escuchamos las protestas de 
las CC. AA. por la falta de finan-
ciación recibida del Estado (en 
a l g u n o s  c a s o s ,  c o m o  e n  l a 
Comunidad Valenciana, el servicio 
de la deuda acumulada constituye 
ya la primera partida de los presu-
puestos autonómicos; pero la in-
frafinanciación es la tónica gene-
ral). Sin embargo, el Gobierno 
contiene la transferencia de fondos 
a las CC. AA. y afirma en el capí-
tulo de los PGE dedicado a la fi-
n a n c i a c i ó n  d e  l o s  E n t e s 
Territoriales que «el 63,9 % del 
total (de los PGE consolidados) 
corresponde a transferencias a 
CC.AA., que aumentan en su con-
junto un 1,7 %»; es a estas trans-
ferencias a las que los Gobiernos 
autonómicos hacen responsables 
de su infrafinanciación. Y si el 
Gobierno no aumenta, sino que 
reduce (un 7 % si tenemos en 
cuenta la subida de los precios) las 
transferencias a las autonomías, 
¿no está empujando a los recortes, 
a la privatización/desmantela-
miento de la sanidad pública?

Presentados los PGE 2023 toca 
a las CC.AA. presentar los suyos, 
dependientes en todo de los presu-
puestos del Estado. Estamos con-
vencidos de que van a seguir las 
mismas líneas políticas. No se tra-
ta de gobiernos o comunidades con 
autonomía (soberanía dirían algu-
nos), son parte consustancial del 
Estado (sometidas a las institucio-
nes heredadas del franquismo). Es 
evidente que las reivindicaciones 
de trabajadores y pueblos en de-
fensa de la sanidad pública chocan 
con esos presupuestos, lo que hace 
falta es combatirlos para defender 
las reivindicaciones.

Blas Ortega

El Encuentro Europeo celebrado el 
25 de junio contra la OTAN acordó 
el impulso de un Comité de Enlace 
Europeo contra la Guerra y la 
Explotación. El CATP se puso ma-
nos a la obra y se dirigió al POI de 
Francia y NAR de Grecia para hacer 
realidad los acuerdos que extrac-
tamos.

A los compañeros y camaradas de 
lucha del NAR y del POI 

Estimados amigos y amigas: 
Cuatro semanas han pasado des-

de nuestro Encuentro en Madrid el 25 de junio y la manifestación 
del 26. Desde entonces, la política de guerra dictada por la admi-
nistración norteamericana se ha amplificado. 

Por un lado, ha acelerado la crisis de TODOS los gobiernos 
europeos y por otro ha visto desarrollarse, en todos los países, 
importantes elementos de resistencia y movilización obrera y po-
pular ante las medidas de austeridad aplicadas por los gobiernos 
e inspiradas por las instituciones europeas e internacionales. 

A nosotros, en España, las resoluciones acordadas en Madrid 
nos han permitido tejer lazos muy importantes en el movimiento 
obrero de los pueblos que componen el Estado español. El obje-
tivo de esta carta no es detallar lo que está ocurriendo en toda 
Europa –cuestión que difícilmente podemos hacer nosotros solos– 
sino que partiendo de lo acordado en Madrid reforzamos nuestras 
relaciones solidarias y de combate común. 

El Comité de Enlace que relanzamos en Madrid debe ser un 
instrumento útil para todos nosotros y a nivel europeo. Que nos 
permita también establecer relaciones con nuevas fuerzas que no 
aceptan el chantaje de los gobiernos, la “unidad sagrada” en nom-
bre de la guerra, que implicaría la renuncia a las reivindicaciones 
sociales y democráticas. 

Os proponemos, por tanto, que sin tardar y partiendo del hecho 
de que las conclusiones del Encuentro de Madrid han sido amplia-
mente difundidas, incluso en países que no pudieren asistir perso-
nalmente, desarrollemos entre nosotros el intercambio de informa-
ciones y propuestas de acción. (…)

Esperando una respuesta favorable por vuestra parte, y con el 
grato recuerdo de nuestro Encuentro en Madrid. 

Con saludos fraternales y solidarios Roberto Tornamira, en nom-
bre de la Coordinadora del CATP

Puedes descargar el boletín en:
https://informacionobrera.org/enlace-europeo-primeros-intercambios/
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COMUNICADO DEL COMITÉ POR LA ALIANZA DE TRABAJADORES Y PUEBLOS (CATP)
Tras el éxito del 15 de octubre hay que continuar defendiendo las pensiones públicas
La movilización del 15 de octubre ha sido un 
éxito. La policía municipal de Madrid tasó 
en unos 25.000 los asistentes; ya conocemos 
la generosidad de la policía a la hora de con-
tar manifestantes, por lo que hablar de unas 
40.000 personas apoyando la convocatoria, 
no es exagerado.

La cifra alcanza mayor relevancia si se 
contextualiza con la campaña del Gobierno, 
previa al 15 de octubre, para desinflar la asis-
tencia. Un día sí y otro también se lanzan 
mensajes en los medios para enfrentar a los 
jóvenes y los pensionistas: el problema es 
que las reformas laborales de 2010 y 2012, 
que contribuyeron a devaluar brutalmente los 
salarios, no han sido derogadas. El problema 
no es que los pensionistas reciben una pen-
sión acorde a lo que cotizaron, durante déca-
das de trabajo, a un sistema de reparto e in-
tergeneracional. Parte de la campaña, que 
debe ser interpretado como un éxito de la 
convocatoria, es el incremento de las pensio-
nes para 2023, se hará en base al IPC mensual 
medio a noviembre. Una subida de las pen-
siones en torno al 8,5% es una buena noticia 
que no cabe duda hay que vincular a la con-
vocatoria misma de la manifestación, reali-
zada por COESPE y el conjunto de organiza-
ciones del movimiento de pensionistas. Si 
bien, no nos engañamos, el IPC a septiembre 
ha cerrado en el 9%, dado que durante el pri-
mer semestre del año se ha mantenido por 
encima del 10%, el 8,5% no deja de ser el 
IPC medio estimado para este año; como en 
2021 se estableció el 2,5% del IPC medio 
frente a un IPC real del 6,5%.

El 8,5% de incremento está siendo critica-
do por los agentes del capital, pues dicen, en 
su repetitivo mantra, que es excesivo e insos-
tenible. Pero nada dicen del 26,3% de incre-
mento en el presupuesto del Ministerio de 

Defensa; sin contar las partidas derivadas a 
otros ministerios, que asumen costes y gastos 
de la actividad militar.

Una vez más, y ya son muchas en la histo-
ria, queda claro que la movilización es el úni-
co método que sirve para que la clase trabaja-
dora avance en sus reivindicaciones. Aun está 
por ver todo el efecto que esta manifestación 
puede tener en favor del Sistema Público de 
Pensiones, pero nadie puede negar el hecho de 
que el año pasado (16 de octubre) otra mani-
festación, muy multitudinaria, reivindicaba 
una auditoría a las cuentas de la Seguridad 
Social; hoy, esa reivindicación está plasmada 
en la Ley 21/2021: ley no cumplida a fecha de 
hoy por el Gobierno, en lo que a su Disposición 
Adicional sexta respecta.

La manifestación del sábado 15 de octubre 
no solo reivindicaba que se cumpla la Ley y se 
realice la auditoría. También se reivindicaba 
que el Gobierno retire la pretensión, que ha 
hecho pública el ministro de Seguridad Social, 
de alargar de 25 a 35 años el periodo para ha-
llar la base reguladora de la pensión, cambio 
que conllevaría una pérdida del 8% en las pen-
siones futuras.

Por otra parte, dado el desboque que la ac-
ción especulativa empresarial está provocando 
en los precios, la convocatoria exigía que se 
incrementen en base al IPC real las pensiones 
y los salarios. Pues una de las hemorragias del 
sistema es la devaluación salarial que llevamos 
sufriendo desde principios de siglo: primero con 
la entrada del euro, después con la crisis econó-
mica e inmobiliaria de 2008, y ahora con la 
pandemia y la excusa de la guerra.

No es casualidad que en España se reivin-
dique lo mismo que los trabajadores británicos 
llevan meses reclamando o lo que los trabaja-
dores franceses reclamaron en París, el día si-
guiente a nuestra manifestación y el día 18 en 

una huelga general: subidas de sueldos igual al 
IPC, por lo insoportable que se está haciendo la 
carestía de la vida, para los asalariados. La di-
ferencia estriba en que, en Gran Bretaña y en 
Francia, sindicatos y fuerzas políticas de iz-
quierda están al frente de la movilización y aquí 
están ausentes.

La manifestación ha sido un éxito, gracias 
a la asistencia de muchos y muchas jóvenes, y 
de muchos y muchas militantes sindicales, de 
distintas organizaciones, jubilados y en activo. 
Pero hay que continuar defendiendo el Sistema 
Público de Pensiones. Es fundamental insistir 
en la necesidad de una auditoría a las cuentas 
de la Seguridad Social. Si el Tribunal de Cuentas 
desveló que el Estado había utilizado, indebi-
damente, más de 103.000 millones de euros en 
24 años (1989 a 2013), ¿cuánto dinero se ha 

saqueado de las pensiones en 51 años (1967 a 
2018)? que es el periodo que la Ley 21/2021 
exige que sea analizado.

No podemos consentir ni una reforma regre-
siva más. Queda al descubierto el “fake” que 
señala al Sistema Púbico de Pensiones como 
inviable, un montaje para beneficiar el negocio 
de bancos y aseguradoras.

Conseguir la auditoría sólo depende de la ac-
ción conjunta de trabajadores en activo y pensio-
nistas, convenciendo a las organizaciones políti-
cas y sindicales que se reclaman de la izquierda, 
para que se sumen a la movilización. Es por ello 
que debemos redoblar los esfuerzos, dirigiéndo-
nos a los trabajadores activos y responder a las 
nuevas convocatorias de movilización y actos en 
defensa del Sistema Público de Pensiones.

24 de octubre de 2022.

Preocupación por los presupuestos, guerra por las reivindicaciones
El Comité por una Alianza de Trabajadores y Pueblos constató en su reunión del día 26 que en los diversos 
sectores económicos y sociales domina en estos momentos la preocupación por los presupuestos 
Las reivindicaciones en sanidad, ense-
ñanza, transporte chocan con la falta de 
margen que los presupuestos estatales 
dejan.  Ningún presupuesto suele ir di-
rigido a hacer inversiones de emergen-
cia para recuperar sectores hundidos. 
No es lo que importa a Bruselas.

No hablemos de la industria, en que 
se cruzan los envites de las multinacio-
nales para arrancar miles de millones a 
costa de la multinacional vecina, y 
siempre a costa de los pequeños indus-
triales sin padrino. La producción ne-
cesaria, a menudo no halla hueco por-
que priman los proyectos especulativos 
de turno, vestidos de verde que es el 
color, la apariencia que se lleva. Los 
PERTE europeos siguen la tradición 

franquista del racaneo y el enchufismo 
de los planes de industrialización o re-
industrialización. Los fondos “de la 
próxima generación” se parecen a un 
reparto entre enchufados. 

Por tanto, arrancar las reivindica-
ciones de los trabajadores y de la po-
blación es un empeño que requiere 
aunar fuerzas, tenacidad, a menudo 
largas luchas, contra la montaña de in-
tereses y privilegios atrincherados en el 
Estado y protegidos por la UE.

Objetivos reservados
En cambio, hay miles y miles de millo-
nes que van a parar a destinos “secre-
tos”. Las compras a las multinacionales 
del armamento no hay que discutirlas, 

porque el Gobierno que había hace do-
ce años ya nos comprometió a pagarle 
cada año una fortuna. Es dinero que ni 
se menciona, que no ha entrado en la 
discusión de ningún presupuesto, sino 
en planes especiales. Ni que decir tiene, 
las comisiones a los mercaderes de ar-
mas abultan más que el sobrevalorado 
precio de un avión o un misil. Es dine-
ro fantasma, que aparece de carambola 
al hablar de planes de investigación o 
de producción, al margen de toda dis-
cusión sobre el reparto de las inversio-
nes.

No menos escandaloso es el coste 
de la familia real. Ocho millones, igual 
que el año pasado porque son muy aus-
teros, dicen. Claro, con tarjetas millo-

narias que el abuelo reparte a los nietos, 
minucias en las fortunas que gasta esa 
familia que lo tiene todo pagado. Sin 
embargo, las inversiones en la institu-
ción monárquica son muchos cientos 
de millones, si es que no han superado 
ya el umbral de los miles. Hablar de 
ocho millones es burlarse de los ciuda-
danos y ciudadanas.

La regla es que pagan al fisco los 
trabajadores, los que producen, y el 
resto del personal del régimen monár-
quico son mecidos por flujos masivos 
de dinero que nadie sabe bien de dónde 
salen.

La igualdad de los españoles
De cuando en cuando se filtran datos 
del gasto efectuado. En algunos 
servicios, o autonomías, se ha gastado 
el 150 % de lo presupuestado, en otros 
el 40 % de lo presupuestado. Es decir, 
gastan en lo que les da la gana, 
completamente al  margen de lo 
discutido en enconadas sesiones del 
Congreso. Al margen de lo votado. 

¿La culpa es de las autonomías? Lo 
dice un clan de forajidos llamado Vox, 
que piensan que volviendo a la dicta-
dura tendrían más opacidad para sus 
chollos. Pero el Estado organiza las 
autonomías para camuflar los saqueos. 
Al morir el dictador dijeron: ¿cómo 
hacemos  para  segui r  robando? 
Montamos un laberinto de autonomías 
para camuflar los mismos negocios de 
antes, ampliados incluso. ¿Ha visto al-
guien menoscabo para el Banco de 
Santander? ¿Para el BBVA o para la 
Caixa? Hay peleas de autonomías, que 
no benefician a ningún pueblo. Hay 
sobre todo peleas al abrigo de las auto-
nomías. Nada es más claro que la ‘re-
gión’, que no es región, de Madrid. 
Escarbas en cualquier servicio y en-
cuentras un chollo.

A cuestas del presupuesto estatal se 
organizan ahora los presupuestos de 
autonomías y ayuntamientos. Las rei-
vindicaciones de los trabajadores cho-
can con todos esos obstáculos.

Ni con el unitarismo franquista ni 
con estas autonomías hay igualdad pa-
ra los ciudadanos y ciudadanas. 

Y desde luego no puede haber ni 
sombra de solución para las querellas 
nacionales. Si los 100 de Cataluña pa-
san a 40 y los 100 de Madrid pasan a 
140, esto no es democracia, sino un 
sacaperras sin ley.

Lo que chupan los bancos del 
Estado por intereses, como dice el edi-
torial, se acerca al 3 % de la riqueza del 
país

El único horizonte justo 
La lucha de los trabajadores  por sus 
derechos empieza por desenmascarar 
las tramas del tinglado monárquico. 
Solo la lucha de los de abajo revela 
trozos de verdad. Y crea agujeros en el 
Estado. Por eso tiemblan ante el mal 
ejemplo de los pensionistas, que al exi-
gir una auditoría a la Seguridad Social 
quiere sacar a la luz una gran mina de 
saqueo. 

La lucha por la auditoría marca el 
camino para todos los arrinconados por 
estos presupuestos para 2023 dictados 
por los especuladores por boca de la UE.

Destapar el saqueo muestra impe-
riosamente que es precisa otra organi-
zación del país, de los pueblos. Se lla-
ma República.

Esta luz sobre la maxiestafa presu-
puestaria ha aflorado en la discusión de 
la Coordinadora del CATP. Mucho más 
aparecerá en la lucha de los trabajado-
res de cada lugar, en los comités del 
CATP. La verdad nos empieza a hacer 
libres. 

Manuel Cuso



8 Nº 374 / NOVIEMBRE DE 2022

PENSIONES

Demostración de fuerza de los pensionistas
Masiva manifestación el 15 de octubre en Madrid en defensa de las pensiones
Los pensionistas, a pesar de las pre-
siones, a pesar de la campaña guber-
namental en radio y televisión, a pesar 
de las mentiras de los medios de co-
municación apoyando las reformas de 
pensiones del Gobierno, a pesar del 
silencio de las grandes centrales sin-
dicales, han sido capaces de poner en 
las calles de Madrid a más de cincuen-
ta mil personas exigiendo frente a la 
inflación la subida de pensiones y 
salarios.

Miles de personas con cientos de 
plataformas exigiendo el manteni-
miento del poder adquisitivo de las 
pensiones y salarios, el aumento de 
las pensiones mínimas, la eliminación 
de la brecha de género, y la realiza-
ción de una auditoría a las cuentas de 
la Seguridad Social para cuantificar el 
saqueo sufrido y exigir su restitución 
a la caja única.

Ha sido un ejemplo para todo el 
movimiento obrero la unidad de las 
organizaciones de pensionistas defen-
diendo las reivindicaciones decididas 
por los colectivos y plataformas de 
jubilados. Todos unidos como un blo-
que contra la política de reformas que 
privatiza la Seguridad Social  abrien-

do la puerta que los bancos necesitan 
para nutrir la especulación con sus 
planes privados de pensiones. 

Los pensionistas han preparado la 
movilización del día 15 con más de 
225.000 firmas en apoyo de sus rei-
vindicaciones, con cientos de actos de 
explicación, con movilizaciones sis-
temáticas todos los lunes en las plazas 
de los pueblos, contratando autobuses 
para el traslado a Madrid a pensionis-
tas y activos de todos los territorios 
del país financiados por ellos mismos. 
Una marcha a pie desde Alcira a 
Madrid extendió la noticia de la con-
centración en Madrid y fue un factor 
importante de su éxito.

El entusiasmo de los manifestan-
tes reflejaba la convicción del acierto 
de la convocatoria. Jordi Salvador, 
diputado de Tarragona, que desde ha-
ce dos legislaturas encabeza entre sus 
compañeros la defensa de las pensio-
nes y la realización de una auditoría 
que el Gobierno, incumpliendo la ley, 
obstaculiza, estuvo presente durante 
toda la movilización, compañeros del 
Comi t é  po r  l a  A l i anza  de  l o s 
Trabajadores y pueblos, colectivos de 
trabajadores activos, sindicatos, cor-

tejos de CGT, de IU,  se integraron  
con cortejos propios y pancartas. A 
destacar el rechazo a la guerra como 
coartada del Gobierno para justificar 
los recortes.

La concentración puso de relieve 
la fortaleza de la resistencia a la pér-
dida de derechos de los pensionistas 
y, cada vez más, la resistencia organi-
zada por trabajadores activos y sindi-
calistas de las grandes organizaciones 
sindicales.

La causa de esa fortaleza hay que 
buscarla en los años de lucha y traba-
jo de las plataformas y coordinadoras 
de pensionistas, que ha generado con-
vicciones muy arraigadas en sus co-
lectivos: tales  como el funcionamien-
to de la Seguridad Social, su financia-
ción por cotizaciones, la convicción 
profunda de que la Seguridad Social 
es patrimonio de los trabajadores, la 
importancia de la defensa de la caja 
única, la necesidad de que no se hu-
bieran saqueado las reservas, el im-
pacto destructivo de las reformas de 
Escrivá, la ruina que supondrá la pri-
vatización de las pensiones, etc. Se 
trata de un  conjunto de conocimien-
tos que constituyen el cemento de sus 

plataformas y coordinadoras, es decir, 
constituye el fundamento de su forta-
leza y su resistencia.

Estos mismos elementos de cohe-
sión de los pensionistas, que cada vez 
más consigue apoyos de los activos y 
de sindicalistas de las grandes confe-
deraciones, son básicos para la conti-
nuación de  la  lucha.  Frente  a l 
Gobierno las reivindicaciones siguen 
intactas, la lucha continuará, y, para 
que se haga luz sobre el saqueo insti-
t uc iona l  de l  pa t r imon io  de  l a 

Seguridad Social, es necesario obligar 
al Gobierno a que cumpla la ley y en-
cargue la auditoría independiente al 
Tribunal de Cuentas, razón por la que 
los pensionistas han organizado ya 
dos fuertes movilizaciones, el año pa-
sado y hace unos días: el 15 de octu-
bre. Una exigencia dirigida también a 
los diputados que está avalada por 
cientos de miles de trabajadores, ju-
bilados y activos, y por sindicatos en 
sus congresos. 

Juan Miguel Fernández

Reunión de la coordinadora del grupo
de Sindicalistas por la Auditoría
y la Defensa de las Pensiones Públicas

Celebrada el 25 de octubre, la reunión conside-
ró la manifestación del 15 de octubre un éxito 
absoluto; desde hace un año la lucha de los pen-
sionistas sigue viva y con una fuerza inusitada. 
A pesar de la negativa de las direcciones de 
CCOO y de UGT a convocar o apoyar la mani-
festación, a pesar de todas las maniobras, dece-
nas de miles de pensionistas, sindicalistas, jó-
venes y trabajadores en activo recorrieron las 
calles de Madrid.

Hace un año la auditoría era una reivindica-
ción del movimiento de pensionistas, hoy es una 
obligación del Gobierno establecida en la Ley 
21/2021. En 2022 la subida de las pensiones fue 
del 2,5 % (el IPC medio), se perdieron cuatro 
puntos sobre el IPC real, para el 2023 se anuncia 
una subida del 8,5 %, perdiendo en torno a un 
punto sobre el IPC real, esto solo ha sido posible 
por la permanente movilización de los pensionis-
tas convocados por las distintas organizaciones y 
colectivos de pensionistas de toda España enca-
bezados por la COESPE, movilizaciones en las 
que el Grupo de Sindicalistas por la Auditoría ha 
participado y alentado con distintas iniciativas.

La decisión de situar como eje de la mani-
festación la defensa de los salarios y las pensio-
nes ha sido indudablemente un gran acierto que 
permite unir en un mismo combate a los pensio-
nistas actuales y a los pensionistas del futuro, 
unión imprescindible para la consecución de las 
reivindicaciones.

El Gobierno va a seguir intentando recortar 
las pensiones para cumplir sus compromisos 
con Bruselas, pretende aumentar el periodo de 
cómputo, subirlas por debajo del IPC real y po-
tenciar los seguros privados.

La exigencia de la realización de la auditoria 
es una piedra angular del combate. El resultado 
de la auditoría demostrará la perfecta viabilidad 
del sistema público de pensiones. Demostrará 
que es compatible con sus actuales cuantías, con 
su revisión anual con arreglo al IPC real. Pondrá 
en evidencia que la campaña a favor de los fon-
dos privados es una campaña del capital finan-
ciero para esquilmar las pensiones públicas.

Pondrá en evidencia la podredumbre del ré-
gimen franquista primero y monárquico des-
pués, que viene saqueando las arcas de la 
Seguridad Social desde hace más de 50 años. 
Demostrará el cinismo de esos Gobiernos que 
mientras anunciaban la ruina del sistema, y re-
cortaban las pensiones, usaban los fondos de las 
pensiones para gastos impropios.

La resistencia del ministro Escrivá y del con-
junto del Gobierno al cumplimiento de la Ley 
21/2021 y a la realización de la auditoría, se 
debe a que son plenamente conscientes de que 
su resultado acabará con el cuento de que las 
pensiones públicas no son viables.

La discusión posterior se centró en hacer y 
valorar las propuestas de acción para dar continui-
dad a la lucha en defensa de salarios y pensiones, 
en defensa del actual sistema de la Seguridad 
Social y por la realización de la auditoría.

Entre las propuestas, se acordó continuar 
con las delegaciones a los parlamentarios que 
votaron a favor de la auditoría para que exijan 
al Gobierno su ejecución, y extender los pro-
nunciamientos de secciones sindicales en favor 
de la auditoría, y la realización de un encuentro 
de sindicalistas por la auditoria.

Cosme Ferrer

Balance de la COESPE tras la manifestación 
de pensionistas del 15 de octubre (extracto)
El éxito de la manifestación en defensa de las pensiones y salarios del 15-O ha suscitado 
un importante y sano debate de balance de lo que frente a todos y todas las organizacio-
nes apiñadas tras el Gobierno de coalición han hecho todo lo posible para que fracasara.
Es importante la opinión de COESPE, seguramente la mayor organización de pensionis-
tas de todo el Estado, y por eso extractamos su comunicado del 19 de octubre pasado.

«No permitiremos que arruinéis el sistema de 
pensiones y los derechos públicos.

Tras el éxito obtenido en la gran manifesta-
ción del sábado 15 de octubre (…) los poderes 
económicos y sus representantes de la banca y 
de la política se han lanzado a la ofensiva con 
la intención de que la movilización no continúe 
(…) anunciando una vez más la calamidad social 
en el supuesto de que las reivindicaciones del 
movimiento pensionista sean tenidas en cuenta. 

(…) No hablan del aumento de gasto militar 
derivado de la crisis bélica que nada han hecho 
para evitar ni reconducir, tampoco la U.E. ni el 
Gobierno.

(…)No hablan del compromiso de endeudar-
se con la financiación de los fondos next gene-
ration destinados a las grandes empresa euro-
peas.

(…) No hablan de que las recetas hacia la 
privatización de las pensiones públicas que quie-
ren introducir a través de la negociación colec-
tiva, como se está demostrando en distintos 
países europeos, son un fracaso, porque ceden a 
los fondos buitre un salario diferido que jamás 
se recuperará y además suponen descapitalizar 
el modelo público de reparto, causando un gra-
ve daño a la Seguridad Social.

(…) El Gobierno debe tener en cuenta nues-
tras demandas. (…) Exigimos la subida de pen-

siones con el IPC real, cerrar la brecha de géne-
ro, aumentar las pensiones mínimas y no contri-
butivas a niveles del salario mínimo.

(…) Debido a esta situación, nuestra acción 
unitaria inmediata será la entrega de las miles 
de firmas a los grupos parlamentarios junto a 
una carta conminándolos a dialogar con noso-
tros. (…). Queremos luces y taquígrafos ante 
una cuestión que nos afecta directamente, y que 
no puede resolverse a espaldas de la ciudadanía. 

(…) La auditoría publica acordada en el 
Parlamento, a través de la ley, debe ser realizada 
con todas las garantías. Es una demanda y exi-
gencia legal y democrática, su resultado permi-
tiría conocer las cuantías desviadas a gastos 
impropios, y así exigir su reposición en la caja 
de la Seguridad Social.

(…) En este escenario COESPE con el con-
junto de movimiento pensionista va a proseguir 
la movilización y la información con una ac-
ción en todos los pueblos del Estado el día 19 
de noviembre, que será la continuidad de este 
15-O. En el proceso de su convocatoria invita-
remos y estableceremos alianzas con todas las 
organizaciones sociales y sindicales de la so-
ciedad que compartan estos objetivos para con-
seguir una nueva y más extenda jornada de 
protesta en defensa de los derechos y servicios 
públicos».
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Gobierne quien gobierne el taxi se defiende
Que fácil es para los gobernantes ha-
blar del imperio de la ley cuando pre-
tenden que los de abajo nos someta-
mos y a la vez permiten que unas 
multinacionales se la salten. 

Lo que voy a decir puede molestar 
a más de uno, por eso aclaró que lo 
digo en mi nombre y solo yo soy el 
responsable, eso no impide que mu-
chos más piensen lo mismo.

Hace cuatro años que salió
el decreto Ábalos 
En la parrilla del aeropuerto se celebró 
una asamblea donde ATC* y otras aso-
ciaciones nos opusimos al mismo, pa-
ra Élite** el decreto tenía cosas posi-
tivas, la más importante para ellos es 
que traspasaba a la Generalitat  las 
competencias para resolver la invasión 
de estas multinacionales de lo que es 
el trabajo del taxi. Utilizando términos 
futbolísticos nos dijeron “que a partir 
de ahora jugamos en casa y no permi-
tiremos que se vayan pasando la pelo-
ta de una administración a otra, sabre-
mos contra quién tenemos  que luchar 
y les daremos fuerte, colapsaremos la 
ciudad, el puerto, el aeropuerto y les 
obligaremos a ceder”. Yo pensé, sí, 
pero de entrada nos han metido cuatro 
goles.

Y ahora qué, hemos tenido cuatro 
años para entrenarnos, tenemos los 
mejores jugadores y hasta unos cracks 
y jugamos en casa, ¿por qué permitir 
que no se juegue el partido? ¿ por qué 
aceptar un decreto de la Generalitat 
que les permite trabajar otros cuatro 
años si ya fueron indemnizados por el 
decreto Ábalos?

Los compañeros de Élite dicen que 
la Administración, en la negociación, 

estaban muy duros, que decían o esto 
o nada, por tanto tenían que ser realis-
tas y aceptarlo. Pero yo no he visto 
nunca que la Administración no venga 
dura, ¿qué esperabais?, que por escu-
char el grito de guerra “au au au” se 
iban a rendir. No basta con decir que 
hay que dar un puñetazo en la mesa, 
cuando hay que darlos se dan. Además, 
en la primera reunión la Administración 
nos pide propuestas por escrito y Élite 
presenta una proporción de 1vtc/5000 
hab saltándose el acuerdo con el resto 
de asociaciones y el compromiso con 
el sector de exigir el 1/30. Todo esto 
previo a la postura de dureza de la 
Administración.

Papeles de Uber 
El escándalo de los papeles de Uber, 
donde reconocen que se han saltado 
todas las leyes y que han actuado como 
piratas y su más que sospechosa rela-
ción con responsables políticos en 
Francia, ha puesto a todo un presiden-
te contra las cuerdas y se han abierto 
comisiones de investigación. Quién 
nos asegura que aquí no hay responsa-
bles políticos implicados. Era el mejor 
momento para tirar de la manta y coin-
cidir con las movilizaciones de los 
taxistas italianos y franceses.

El realismo, la mejor excusa
para olvidar lo prometido. 
Esto no es nada nuevo, llevo años es-
cuchando a  dirigentes sindicales ha-
blar del otoño caliente y luego en oto-
ño, nada de nada. En nombre del rea-
lismo firman lo que les mandan sin ni 
siquiera consultar a sus afiliados y así 
vamos perdiendo derechos y poder ad-
quisitivo y todo el que se opone es un 

utópico, un idealista y que no pisa con 
los pies en el suelo. Otra constante que 
se repite es como en el caso de la mi-
nistra de Trabajo con la cacareada de-
rogación de la reforma laboral, es que 
tras incumplir lo prometido, las miga-
jas las presentan como una gran victo-
ria.

El circo que vimos en el Parlament 
de Catalunya, donde unos taxistas 
aplaudían un decreto que se ha im-
puesto al sector como si este fuera lo 
que pedían los taxistas va en este sen-
tido, mientras estas multinacionales 
entre bambalinas partiéndose de risa.

Clarificador el programa
de radio del 10 de octubre 
Escuchar como un dirigente del sector 
acaba asumiendo las posiciones de la 
Administración en cuanto a Uber no 
es nuevo para mí, ha venido sucedien-
do en muchas reuniones, por eso no 
hemos avanzado en la solución que el 
taxi necesita. Pero que se atrevan a 
decirlo en un programa de radio tras-
pasa una línea, no tengo espacio para 
responder a todo.

A todo, esto solo dos cosas, como 
dice Uber, poner el “falso” derecho de 
los ciudadanos a elegir con qué medio 
se quieren trasladar por encima de las 
leyes del propio país y de los derechos 
de los trabajadores que ejercen ese tra-
bajo. No es de recibo, es como si qui-
siéramos vestir más barato sobre la 
base de la vuelta de los esclavos a los 
campos de algodón o la aceptación de 
la explotación laboral infantil, no todo 
vale.

 Lo otro que no veo es que se diga 
que sí están de acuerdo con las VTC, 
a condición que todos los que trabajen 

cumplan la ley. Me parece absurdo que 
después de la experiencia que tene-
mos, de la cantidad de veces que se han 
saltado las leyes donde ellos mismos 
se reconocen como jodidamente ilega-
les, sigamos creyendo que es posible 
tal cosa. 

Ellos no van a aceptar la ley a 
menos que salga como ellos quieren, 
que es por lo que apuestan, no se 
conforman con medias tintas, los 

que dicen que podemos convivir, que 
demuestren que pueden convencer a 
un tigre para que se vuelva vegeta-
riano. La Administración no va a 
pararlo con futuras promesas de nue-
vas leyes. 

La lucha es el único camino y el 
1/30 la única ley posible.

Pedro García presidente de ATC 
del 2013 al 2017

Barcelona octubre 2022

*ATC asociación elegida en las últimas elecciones donde el IMT impuso unas 
elecciones telemáticas sin posibilidad de control por parte del sector. Destaca 
por su capacidad de hacer propuestas, precursora del 1/30 y la Licencia Urbana 
y por mantener su firmeza en las negociaciones.
**Élite asociación mayoritaria en las elecciones que ha destacado por una capa-
cidad movilizadora y a la vez por una incapacidad negociadora. Tienen la extra-
ña habilidad de empezar fuerte y acabar firmando lo que quiere la administración.

Nos ha dejado Pastora

Ha fallecido Pastora Gutiérrez, una luchado-
ra con la que compartimos muchos momentos 
los militantes que distribuimos en Sevilla 
Información Obrera.

Afiliada de CCOO desde hace muchos 
años, jamás tuvo un cargo ni disfrutó de una 
sola hora sindical, pero siempre se contaba 
con ella cuando había una manifestación o 
cuando cogíamos un autobús a Madrid para 
una movilización, siempre llevando unas ros-
quillas hechas por ella misma para repartir. 
En todas las movilizaciones, con su bandera 
republicana. 

Pastora tejía gorros y bufandas de lana, 
siempre con los colores republicanos, y nos 
las regalaba a sus compañeros y amigos. 
Tengo la suerte de tener algunas de ellas.

Defendía a su sindicato, pero, como una 
verdadera luchadora, no desconocía sus erro-
res,  y peleaba por enderezarlos. 

Hemos contado con su participación en 
casi todos los actos que organizábamos en 
Sevilla. Y rara era la vez que, cuando com-
praba nuestro periódico, no daba un sustan-
cial apoyo económico. 

Pastora, te echaremos de menos, pero te 
prometemos que vamos a continuar tu lucha 
por la causa de la clase trabajadora, por la 
defensa y recuperación de los sindicatos, por 
el socialismo. 

Pastora, hasta la victoria, siempre.
Luis González

La Memoria
y la Ley
Recientemente llamó la atención una afirma-
ción de Manuel de la Rocha y Paquita 
Sauquillo: “la aprobación de la Ley de la 
Memoria Democrática supone la culminación 
del camino de la reconciliación emprendido 
con la transición”. Cabe admitir que esos des-
tacados socialistas opinen que esa ley contri-
buye a la reconciliación. Pero de ahí a que 
culmine una reconciliación, va un largo trecho. 
Ahora mismo hay una ofensiva de la Comisión 
Europea y del PP para que uno de los pilares 
del Estado pase a estar controlado por la fran-
qu i s t a  Asoc i ac ión  P ro fe s iona l  de  l a 
Magistratura. Todos los jueces (menos uno) 
desde el 18 de julio hasta hoy se han negado 
a admitir ninguna denuncia por los crímenes 
de guerra y de lesa humanidad del franquismo. 
Y el Tribunal Constitucional proclamó que, 
dijesen lo que fuere las Cortes, los jueces es-
pañoles seguirán sin admitir a trámite ninguna 
acusación por los crímenes franquistas. ¡Vaya 
reconciliación!  

Otra cosa sería si tuviésemos 40.000 sen-
tencias franquistas anuladas, miles de res-
ponsables franquistas condenados, institu-
ciones cuestionadas… Entonces podríamos 
empezar a hablar de si hay reconciliación.

La ley –en contradicción con algunos ele-
mentos de la misma–  abre efectivamente la 
puerta a reivindicaciones clave del movi-
miento memorialista y anula la amnistía pa-
ra torturadores sin derogar los párrafos co-
rrespondientes de la Ley de Amnistía. Pero 
las conquistas democráticas, como la anula-
ción de sentencias, tienen que salir del papel. 

Un acto ilustrativo
El propio padre de la ley, el secretario de 
Estado Fernando Martínez, llamó la atención 
sobre lo mucho que hay que hacer para que 
la ley se aplique. Lo dijo en un acto celebra-
do el día 24 en el Círculo de Bellas Artes de 
Madrid. Era un acto conmemorativo del dé-
cimo aniversario de la Plataforma por una 
Comisión de la Verdad, y de agradecimiento 
al juez Baltasar Garzón.

Buena parte de las intervenciones se su-
mergieron en la satisfacción ingenua, com-
prensible, pues hace poco era inimaginable 
todo lo que dice la ley sobre el franquismo, 

la anulación de sentencias, la reivindicación 
de las víctimas.

Otras organizaciones, como el Foro, sa-
ludando esas victorias, mantenían la reivin-
dicación de una Comisión de la Verdad, que 
la ley niega. Uno reclamó que dentro de otros 
diez años no haya un acto como el que cele-
brábamos, pues para entonces se haya levan-
tado una Comisión de la Verdad.

José Luis Mateos,  en nombre de la 
Fundación Nin, puso el dedo en la llaga: es-
tamos en una situación de conflicto, todos 
los que se han opuesto a la ley se disponen 
a impedir que se lleven a la práctica las con-
quistas democráticas. Debemos organizar las 
fuerzas para ganar esta batalla.

El secretario de Estado partió de lo mis-
mo, lo mucho que queda por hacer, para que 
se aplique la ley para empezar. Y sacó la con-
clusión: el movimiento memorialista hace 
más falta que nunca, pues el Gobierno no 
puede hacer todo. 

Ahí apuntaban dos enfoques. El Gobierno 
quiere que el movimiento memorialista co-
labore con él, en un Comité de la Memoria, 
organismo abierto, consultivo del Gobierno. 
La Comisión de la Verdad es distinta, es un 
organismo abierto, plural, que funciona con 

total autonomía respecto del Gobierno. Y el 
movimiento memorialista, para aglutinar am-
plias fuerzas sociales, no puede ser paragu-
bernamental, lo que no quita para que cola-
bore con el Gobierno en todo empeño demo-
crático, inclusive en el comité consultivo. 

Proyectemos esto a otro nivel, que no era 
el de ese debate, ni el del memorialismo.  De 
la Rocha y Sauquillo parecen considerar que 
lo que llaman reconciliación y otros llama-
mos derrota del franquismo, puede darse en 
el régimen monárquico. Muchos compañeros 
reivindican la Memoria Histórica con esa 
misma convicción. El preámbulo de la Ley 
la lleva al extremo viendo el régimen monár-
quico (con amnistía de torturadores) y ¡la 
UE! como encarnación de la democracia. 
Pero el memorialismo no puede ser fiel a sí 
mismo si no pone la democracia por encima 
del régimen, admitiendo la posibilidad de 
que haya un choque entre el marco monár-
quico y los objetivos democráticos de la 
Memoria. Bastantes miembros de las organi-
zaciones de la Memoria tenemos esa pers-
pectiva, rechazamos el preámbulo y otros 
aspectos. La historia, la lucha de clases re-
solverá. 

Andoni Zarra
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TRIBUNA LIBRE

II nformación Obrera busca, con el inter-
cambio de noticias, propuestas y opinio-

nes, ayudar a la lucha de los trabajadores en 
defensa de sus intereses y por la democracia 
frente a las instituciones del capital.

Ayudar a la unidad de trabajadores y pue-
blos contra la OTAN y el euro, contra la 
Unión Europea del tratado de Maastricht, 
contra la Monarquía. Por una solución demo-
crática: Cortes soberanas, derecho de auto-
determinación, unión de los pueblos en un 
marco republicano que libremente decidan.

Ayudar a los trabajadores a defender y re-
cuperar sus sindicatos como instrumento de 
sus intereses, basado en la democracia obre-
ra y plenamente independiente del Estado, 
patronal e instituciones internacionales del 
capital.

Ayudar a resolver la crisis de representa-
ción política de los trabajadores, necesita-
dos de instrumentos de acción política, de 
unidad. 

Entre sus redactores y colaboradores hay 
sindicalistas independientes, militantes del 
Partido Socialista, de Izquierda Unida, y mi-
litantes de la Cuarta Internacional. 

Como tribuna libre de la lucha de clases 
está abierta a contribuciones de militantes, 
grupos o corrientes del movimiento obrero 
en un terreno de clase o de defensa de la 
democracia.

Forma parte del Acuerdo Internacional de 
los Trabajadores, confluencia de grupos, par-
tidos, organizaciones y militantes obreros 
de orígenes diversos, comprometidos en la 
defensa de la clase obrera, de sus reivindi-
caciones y de la independencia de clase de 
sus organizaciones contra los planes de la 
Organización Mundial del Comercio, el FMI, 
el Banco Mundial, la OTAN y la UE.

 Xabier Arrizabalo, Isabel Cerdá, Manuel Cuso, Juan 
Miguel Fernández, José Gallego, Mikel González, Blas 

Ortega, Josep Antoni Pozo, Ángel Tubau.

Comité de Redacción

● Información Obrera, tribuna libre de la lucha 
de clases se responsabiliza únicamente de los 
editoriales, los comunicados o declaraciones del 
comité de redacción así como de las notas o 
artículos sin firma. Los artículos firmados indi-
vidualmente o por colectivos, son responsabili-
dad de sus autores y no tienen que coincidir 
necesariamente con la posición del comité de 
redacción.

C/ DESENGAÑO 12, 1º3A 28004 MADRID
91 522 23 56 TLF-FAX: 91 521 72 01

io@informacionobrera.org
www.informacionobrera.org

“Tras 50 años sigue vigente el modelo español de impunidad”
Segunda parte de la entrevista a Joan Tardà,
exportavoz republicano en el Congreso
y miembro de ERC
Información Obrera: La ley, en su terreno, 
¿pone bases para conseguir que este tratado 
internacional no quede en papel mojado? ¿Qué 
margen deja a un gobierno del PP para que no 
la aplique, como amenazan?
Joan Tardà: En el año 2004 cuando en los pro-
gramas electorales de la izquierda española todo 
lo relativo a la reparación de las víctimas había 
pasado a un segundo plano, la llegada por pri-
mera vez en el Congreso de un grupo parlamen-
tario republicano, el de Esquerra Republicana de 
Catalunya, y la necesidad del candidato socialis-
ta Rodríguez Zapatero de contar con su voto 
favorable en la sesión de investidura comportó 
un escenario favorable al compromiso por parte 
del Gobierno socialista de presentar una ley de 
reparación de las víctimas. Desgraciadamente el 
proceso ya se inició con muchas deficiencias 
puesto que el PSOE se negó a abrir un proceso 
participativo a fin y efecto que desde la sociedad 
civil y el movimiento asociativo memorialista se 
elaborara un Libro Blanco puesto que, atendien-
do que desde 1978 nada se había llevado a cabo, 
la tarea era ingente. 

El Gobierno español optó por presentar un 
proyecto de ley que se convirtió en un verdade-
ro escarnio. Un texto que no podía homologar-
se a otros textos legislativos europeos puesto 
que no contemplaba la ilegalidad del régimen 
franquista, no reconocía jurídicamente a las 
víctimas. Lo cual conllevaba la no anulación de 
las sentencias de sus tribunales ni se asumían 
las responsabilidades del Estado. Esta ley, des-
graciadamente, contó con el apoyo de los na-
cionalistas vascos y catalanes y de Izquierda 
Unida. Y fue publicitada como la Ley de 
Memoria que finalmente hacía justicia a las 
víctimas. Tan solo el republicanismo catalán, el 
mismo que había servido como palanca para 
hacerla posible, se mantuvo en la negativa a 
legitimarla. 

Al poco tiempo el fraude se hizo tan evi-
dente que aquellas mismas fuerzas que la ha-
bían aprobado tuvieron que rectificar. Y para 
muestra valga el debate sobre la anulación de 
las sentencias. Efectivamente, tanto el PSOE 
como IU habían publicitado que la inclusión  en 
la ley del término “ilegitimidad” en relación a 
las sentencias de los tribunales franquistas era 
suficiente como para que el sistema judicial se 
viera en la obligación de expedir certificados 
de anulación. Los hechos demostraron que no 
era posible puesto que los tribunales se negaron 
argumentando que sólo es posible anular una 
sentencia si la ley contempla que el tribunal es 
ilegal. Miles de víctimas, muchas de ellas de 
edad avanzada, vieron truncadas sus esperan-
zas. Es más, la ley del año 2007 incluso se atre-
vió a diferenciar a las víctimas en función del 
año en que fueron represaliadas. Así, y valga 
como ejemplo, los abogados laboralistas asesi-
nados en Madrid en el gabinete de Atocha te-
nían derecho a recibir una indemnización eco-
nómica muy superior a otras víctimas asesina-
das con anterioridad a 1968. Dicho de otra 
manera, Julián Grimau sería en todo caso una 
víctima de segunda categoría. 

Uno se pregunta por qué razón se 
atrevieron a clasificar las víctimas en 
dos categorías y asimismo se pregun-
ta por qué eligieron el año 1968 como 
frontera temporal  puesto que coinci-
día con la primera muerte provocada 
por ETA. Con la diferenciación de 
víctimas anteriores y posteriores a 
1968  y relegar las previas a esta fecha 
se pretendía alejar la dictadura fran-
quista de los orígenes y características 
de régimen fascista, aliado de la 
Alemania nazi y la Italia de Mussolini 
tal como convino la Asamblea General de 
Naciones Unidas. Al fin y al cabo el Gobierno 
socialista de Rodríguez Zapatero tenía como 
objetivo preeminente mantener el modelo de 
impunidad heredado de la Transición. Cabe 
destacar también atendiendo a la importancia 
de la cuestión, que la Ley de Memoria de 2007 
no asumió las responsabilidades  del Estado 
español en cuanto al cautiverio de ciudadanos 
españoles en los campos de trabajo y extermi-
nio alemanes.  Aun cuando hoy día nadie po-
ne en cuestión los acuerdos gestionados entre 
el jerarca nazi Heinrich  Himmler y Serrano 
Suñer que permitieron atribuir a los exiliados 
la condición de apátridas y deportables.

IO: La nueva ley, ¿cierra las puertas a toda 
pretensión de un catecismo democrático? 
¿Introduce en la escuela la lucha de clases, 
la lucha de los pueblos, la lucha de todos los 
oprimidos? Solo así se podrá recuperar la 
lucha de los pueblos por la libertad.
JT: El republicanismo catalán de nuevo ha 
rechazado legitimar esta nueva ley. A destacar 
también algunas otras razones. De entre ellas 
la no asunción de las responsabilidades del 
Estado en todo aquello que afecta a las expro-
piaciones, incautaciones, etc… es decir a los 
bienes patrimoniales. Existen tan solo  com-
promisos de elaborar estudios y auditorías. 

De igual manera, no se asumen las respon-
sabilidades  de reparación de las victimas de la 
Transición más allá de nuevos compromisos de 
confección de estudios ad hoc. Es más, valga 
como ejemplo de la insensatez de la nueva ley 
el caso emblemático de Salvador Puig Antich. 
La ley de 2007 hubiese posibilitado su repara-
ción, razón por la cual para evitarlo el Gobierno 
socialista al año siguiente aprobó un real decre-
to para excluir de su propia ley a aquellas víc-
timas ejecutadas por el Estado que hubiesen 
pertenecido a una organización armada. Hoy, 
con la nueva ley nada se ha revertido. 

En este sentido conviene recordar cuál fue 
la respuesta del Tribunal Supremo ante la de-
manda presentada por el Col.legi d’Advocats 
de Barcelona ante las reparaciones y honores 
reconocidos al comisario Melitón Manzanas, 
funcionario que a lo largo de décadas prota-
gonizó una sistemática práctica de métodos 
de tortura adquiridos directamente de la 
Gestapo. El Tribunal Supremo falló que 
Manzanas  tenía derecho a percibir reparacio-
nes y honores por cuanto no cabía presuponer 

que si no hubieses sido muerto su actuación 
en un régimen de libertades no se hubiese 
ajustado al respeto a los derechos democráti-
cos de los ciudadanos. Lo cual deja al descu-
bierto el sectarismo del PSOE al no asumir la 
lógica de la misma sentencia y dar por senta-
da la pervivencia del Movimiento Ibérico de 
L iberac ión  con  pos te r io r idad  a  1978 . 
Ciertamente, la ley que se aprobará en las 
próximas semanas ha constituido un balón de 
oxígeno para el Gobierno PSOE-Unidas 
Podemos. Cierto es que en algunos ámbitos, 
como en el relativo a la anulación de las sen-
tencias, se ha avanzado en la medida que nos 
han aceptado aquello que en el año 2007 se 
nos negó. Pero que nadie se lleve a engaño: 
la ley deja claro que todo ello no conlleva ma-
yores responsabilidades. En definitiva: res-
pecto a la Verdad, los avances son estricta-
mente simbólicos y para muestra la cerrazón 
del Gobierno en relación a la Ley de Secretos 
Oficiales, la negativa a actuar sobre las em-
presas que se enriquecieron mediante el tra-
bajo penado, la inhibición ante las responsa-
bilidades de la Iglesia Católica y un largo 
etcétera. Respecto a la Reparación la ley exi-
me de manera contundente al Estado de res-
ponsabilidades y, finalmente, en cuanto a la 
Justicia… “Todo atado y bien atado” con la 
Ley de Amnistía. 

Mientras, la sociedad española avanza pe-
ligrosamente hacía una mayor banalización de 
los valores democráticos y, por ende,  se acre-
cienta una mirada relativista de los crímenes 
de lesa humanidad. Una sociedad española en 
la que se fraguó un régimen en el que la co-
rrupción reina como consecuencia de la im-
punidad. La corrupción de la casa real, por 
ejemplo. ¿Por qué razón el rey emérito tenía 
que considerar que enriquecerse mediante el 
ejercicio de su responsabilidad era ilegítimo 
si ni tan siquiera tuvo nunca la necesidad ni 
la obligación de pedir perdón por su respon-
sabilidad activa con la Dictadura? Una impu-
nidad que ha contaminado todas las estructu-
ras del aparato estatal a caballo de la desme-
moria premeditadamente infundida a lo largo 
de los años a la sociedad. 

Por ello, en el contexto internacional ac-
tual, la Memoria Republicana, que para el 
poder debería circunscribirse al ámbito aca-
démico o estrictamente familiar,  adquiere  
categoría de combate democrático de progre-
so y de ruptura, urgente y  actual.

La Asociación Información Obrera
ha sido inscrita en el Registro Nacional 
de Asociaciones del Ministerio del Interior
Este hecho reviste, desde nuestro punto de vista, una gran importancia política. Dada la actual orfandad de 
publicaciones obreras y más todavía si tenemos en cuenta la caótica situación política y económica en la que 
todo lo conquistado está en cuestión, incluyendo la propia existencia de las organizaciones obreras como or-
ganizaciones independientes del Estado y del capital. En nuestro próximo número de Información Obrera dedi-
caremos un artículo a estas cuestiones.

Comité de Redacción de Información Obrera

Última hora
Calendario Republicano Calendario Republicano 

20232023

Información ObreraInformación Obrera difunde como 
material de apoyo, un bonito calendario 
republicano para el año 2023.
Puedes pedirlo en nuestro correo 
io@informacionobrera.org o a 
cualquiera de nuestros distribuidores.

¡Reserva tu ejemplar!¡Reserva tu ejemplar!
¡Apoya, lee y difunde la prensa obrera!¡Apoya, lee y difunde la prensa obrera!
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INTERNACIONAL

Francia: ¿bajo la bota del artículo 49.3 durante cinco años?  
El artículo 49.3 de la Constitución francesa, al que hace referencia el 
autor, dice: “El primer ministro podrá, previa deliberación del Consejo 
de Ministros, plantear la responsabilidad del Gobierno ante la Asamblea 
Nacional” para una proposición de ley. El proyecto en cuestión quedará 
aprobado a menos que fuera votada una moción de censura, presentada 
en las 24 horas siguientes por un mínimo de una décima parte de los 
diputados, lo cual es prácticamente imposible. Un artículo contrario a 
la democracia, utilizado en escasas ocasiones, pero del que hoy se ha 
valido Macron nada menos que para aprobar los presupuestos sin de-
bate parlamentario. El 23 de octubre, la primera ministra francesa, 
Élizabeth Borne, anunciaba en la Asamblea Nacional la aprobación de 
la primera parte del presupuesto para 2023 a través de un decretazo 
gubernamental.

El semanario francés Informations ouvrières publica en su número 
729 un interesante artículo firmado por  Michel Sérac sobre este aten-
tado a la democracia más elemental.  Por su especial interés, lo repro-
ducimos íntegro en nuestra web. 

A continuación, adelantamos aquí los primeros párrafos del mismo.

«Cuando era joven, bella y orgullo-
sa, nuestra República tenía este len-
guaje: “El primer objeto de toda 
Constitución ha de ser defender la 
liberad pública e individual contra el 
propio gobierno”.1 Por el contrario, 
nacida de un complot faccioso, hos-
til a la democracia, recuperando la 
monarquía, la actual Constitución 
tiene como “primer objeto” proteger 
al ejecutivo, durante años, de la opi-

1.- Robespierre, discurso del 10 de 
mayo de 1973, Sobre el gobierno repre-
sentativo.

nión mayoritaria y de la cólera del 
pueblo. Permite a unos corruptos 
pavonearse en el poder y en sus ale-
daños

 Y, como vemos estos días, permi-
te al hombre del Eliseo, sucedáneo de 
rey, reducir a nada los votos de la 
Asamblea Nacional, como un señor 
despide a sus vasallos. Y todos los 
“expertos” de los medios de comuni-
cación que banalizan esta violencia 
legal, parloteando sobre un “equili-
brio de poderes”, fingen olvidar, en su 
sumisión servil, la explícita confesión 

del autor de la Constitución de 1958 
de su voluntad: restablecer la conti-
nuidad con Luis XVI2. 

¿Y qué son los artículos 34, 44, 49 
y otros, que imponen a la Asamblea 
sus órdenes del día, que le dicen lo 
que debe discutir y votar, que pueden 
barrer sus enmiendas (“voto bloquea-
do”), y finalmente dictarle la voluntad 
del ejecutivo mediante el 49.3, sin 
hablar del poder de dictadura abierta 
(artículo 16)?   

¿Qué son los privilegios exorbi-
tantes del señor del Veto del Eliseo, 
privilegios que no tenía ni el mismo 
rey traidor Luis XVI en su declive? 

2.- En 1961, De Gaulle asegura al conde 
de París (pretendiente al trono)que espera 
que Francia «vaya tranquilamente hacia 
su tradicional y buena vieja monarquía»; 
dice a su hijo (mientras él prepara el 
plebiscito presidencial de 1962) que 
cree «que esta clase de monarquía 
popular es el único sistema compatible 
con las condiciones y peligros de 
nuestra época». Esta monarquía popu-
lar «instituye una nueva legitimidad que 
entronca con la legitimidad interrumpida 
por la Revolución». Finalmente, en sus 
Memorias, afirma que ha querido devol-
ver al Estado, en 1958, «la estabilidad y 
la continuidad de la que fue privado hace 
169 años», es decir, desde 1789.  

¿Qué nos dice la historia de los 
pueblos? Que en el largo  progreso de 
la democracia, entre el absolutismo y 
los representantes de los ciudadanos, 
el primer campo de batalla fue el de-
recho a decidir sobre el presupuesto 
de la nación. Y henos aquí, en el país 

de La Boétie –el primero que ridicu-
lizó la obediencia de una nación a un 
solo hombre, hace cuatrocientos  cin-
cuenta años- viendo a un potentado 
desacreditado,  en su consejo, decre-
tar sobre el uso de la totalidad del 
dinero público». 

Ver artículo íntegro en nuestra web:
https://informacionobrera.org/francia-bajo-la-bota-del-49-3/

Italia: formación del Gobierno Meloni
Giorgia Meloni, encabezando el parti-
do Fratelli d’Italia, se convierte en 
presidenta del Consejo tras ganar las 
legislativas del 25 de septiembre en un 
contexto de crisis política y social. 

Tras la caída de Draghi, provocada 
por la división de sus apoyos políticos 
sobre el modo de aplicar el programa 
de destrucción exigido por el Gobierno 
estadounidense, había que encontrar 
otro gestor de la política de privatiza-
ción y de economía de guerra, en una 
situación de profundo rechazo entre la 
población que, en las legislativas, se 
abstuvo en un 36 % (récord en Italia).

Proliferaron las peleas entre los 
partidos de derecha en torno a Meloni, 
pero es bien sabido que su principal 
consejero para  determinar la compo-
sición del Gobierno ha sido Mario 
Draghi (expresidente del Banco 
Central Europeo). Y el resultado es un 
puñado de ministros a las órdenes de 
Washington, la OTAN y Bruselas. Le 

Monde escribe: «Los ministros nom-
brados para los puestos clave están 
centrados en asegurar los  mercados».

También cuenta el Gobierno con 
un montón de aventureros nada disci-
plinados, compuesto por lo peor del 
empresariado, reaccionario, clerical, 
homófobo... Y este Gobierno quiere 
seguir arrastrando a Italia a la escalada 
bélica.

Pero la crisis social aumenta, con 
una inflación que ha alcanzado el 8,9 
% en un año. Hay riesgo de entrar en 
recesión técnica el año próximo, junto 
con Alemania.  Una colosal deuda del 
150 % del PIB (la más elevada de la 
zona euro tras Grecia) limita los már-
genes de maniobra. Y Meloni prevé 
seguir un programa de guerra contra 
los italianos, cinco millones de los  
cuales se encuentran ya en una situa-
ción de pobreza extrema. Las  facturas 
se disparan amenazando a industrias y 
a pequeñas y medianas empresas. Y, en 

tal situación, ¿cuál es el plan del go-
bierno Meloni? Suprimir la renta de 
ciudadanía para desempleados, que 
ayuda a dos millones de personas en 
un país sin salario mínimo. El objetivo 
es economizar más de tres mil millones 
de euros, y Meloni explica que esos 
recursos podrían utilizarse para intro-
ducir una nueva renta por el empleo, 
acompañada de deducciones del 120 
% al 150 % para las empresas. La fra-
gilidad en la que se encuentra ya 
Meloni podría obligarla a no suprimir 
esa renta, pero supeditarla a determi-
nadas condiciones, como el rechazo de 
una segunda propuesta de empleo. 

En el terreno institucional, Meloni 
pretende reformar la Constitución ita-
liana de 1948 que rompe con el Estado 
fascista. Esa reforma persigue que el 
presidente de la República se elija por 
sufragio universal. Un régimen presi-
dencial a la francesa que pondría en 
entredicho el poder del  Parlamento.  

Meloni precisa ese objetivo: «El que 
gane la elección (presidencial) sabe 
que estará en el poder cinco años pa-
r a  r e a l i z a r  s u  p r o y e c t o » . 
Efectivamente, ¡nadie apuesta hoy 
por  una estabilidad de cinco años pa-
ra el gobierno Meloni!

Más que nunca, en Italia, el com-
bate contra la miseria y por el progre-
so social está estrechamente vinculado 
al combate contra las directivas de 
Bruselas y contra las sanciones

Ophélie Sauger
Leido en Informations ouvrières  (extractos)

Gran Bretaña: la caída relámpago de Liz Truss
El 20 de octubre ha caído el gobier-
no de Liz Truss. La primera ministra 
solo ha aguantado 44 días antes de 
ser depuesta por los diputados de su 
partido, los conservadores. 

Liz Truss se presentó al puesto 
con un programa ultraconservador: 
rebaja del impuesto de sociedades, 
reducción del gasto público, rebaja 
de cotizaciones sociales, reducción 
de salarios de los funcionarios, re-
ducción de ayudas sociales... Hace 
unos años, escribía con todo el des-
precio de su casta: «Los británicos 
son los más holgazanes del mundo». 
(...)

Pero, frente a ese programa de 
guerra social, los asalariados britá-
nicos de todas las ramas profesiona-
les emprendían movilizaciones por 
aumentos salariales frente a la infla-
ción.

El 23 de septiembre, anunciaba 
un plan de ayuda a las empresas y a 
las familias. Al mismo tiempo, reba-
jaba impuestos, suprimiendo el tra-
mo del 45 % para los contribuyentes 
más ricos. Las consecuencias son 
conocidas: derrumbe de la liba ester-

lina, recompra masiva de bonos del 
Estado por el Banco de Inglaterra, 
llamada al orden del FMI. Joe Biden 
daba el golpe de gracia calificando 
de «error» el pan de Truss, que tuvo 
que recular y borrar de un plumazo 
toda la estrategia económico-finan-
ciera prevista. Pero no fue suficien-
te, los conservadores decidieron que 
tenía que irse, evidenciando una vez 
más la profunda crisis de la clase 
dirigente británica. (...)

Hoy Biden impone sus decisio-
nes para una guerra sin fin de la  
OTAN, aumento del presupuesto de 
armamento, prohibición de adquirir 
gas y petróleo rusos. (...)

El hecho es que Gran Bretaña 
conoce una inflación imparable que 
engendra miseria para las clases po-
pulares y empobrecimiento de las 
clases medias. El Banco de Inglaterra 
prevé una entrada en recesión a fina-
les de 2022.      

El Partido Laborista, supuesta 
«oposición», no ha hecho nada que 
pueda molestar al gobierno Truss. 
Starmer, el líder del Labour, ha lle-
gado a prohibir a los diputados labo-

ristas hacerse presentes en los pique-
tes de huelga en apoyo a los trabaja-
dores en lucha por sus salarios.

Por no hablar del total alinea-
miento del Partido Laborista con la 
p o l í t i c a  b e l i c i s t a  d e l  Pa r t i d o 
Conservador, repitiendo sus repre-
sentantes en los platós televisivos 
que es un partido de  gobierno y ¡lo 
haría mejor que los conservadores! 
De hecho, el Partido Laborista, 
siempre adornándose con un ligero 
velo de justicia social y fiscal, quie-
re ser el último bastión del modo de  
producción capitalista. Nadie puede 
predecir qué pasará con el futuro 
gobierno conservador. Un gobierno 
sometido a la presión de Biden que 
envía continuos mensajes, consejos 
y consignas a sus dirigentes. Pero el 
signo de la situación es también que 
los asalariados británicos no se ali-
nean tras los gobiernos bajo el pre-
texto de la guerra. Están a la ofensi-
va con sus sindicatos para defender-
se mediante la huelga.

J.P. Martin
Leído en Informations ouvrières

(extractos)

Los Gobiernos europeos desestabilizados
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¿Quién parará al Estado terrorista número uno?
¿Quién parará a Joe Biden? 
Alemania – En el blog de Oskar Lafontaine1

1.- Oskar Lafontaine, cofundador del partido Die 
Linke, lo abandonó el pasado marzo en profun-
do desacuerdo con el voto de los presupuestos 
de guerra.

El  in te lec tual  es tadounidense  Noam 
Chomsky calificó hace ya años a los Estados 
Unidos como Estado terrorista número uno 
del mundo. Cuando sabemos que más de 20 
millones de personas han muerto en las gue-
rras estadounidenses desde la Segunda 
Guerra Mundial, cuando pensamos en las 
numerosas guerras encubiertas, guerras co-
merciales, acciones de la CIA y guerras de 
drones, no hace falta mayor justificación pa-
ra ello. Hoy, Estados Unidos amenaza de 
manera irresponsable con una guerra nuclear 
en Europa.

Desgraciadamente, la política y los me-
dios de comunicación alemanes se hallan 
en un estado desastroso. Intoxicados por la 
propaganda norteamericana, ya no ven los 
hechos. Cuando Joe Biden anuncia en fe-
brero que si Putin invade Ucrania, se acabó 
el Nord Stream 2 («Le pondremos fin») y 
este acto terrorista se lleva después a  cabo, 
representantes de los medios alemanes to-
talmente idiotizados especulan sobre si son 
los rusos quienes lo han hecho. Y cuando 
Estados Unidos atiza la guerra en Ucrania 
enviando más y más armas y resulta cada 
día más claro que no contemplan acordar 
un alto el fuego y cerrar un acuerdo de paz, 
conforme a los imperativos de su complejo 
militar-industrial, y aunque el secretario 
norteamericano de la guerra, Lloyd Austin, 
haya declarado: «Queremos que Rusia que-
de debilitada hasta el punto de no ser capaz 
de hacer algo como invadir Ucrania», los 
políticos alemanes, con Baerbock y Strack-
Zimmermann en cabeza, afirman que es 
imposible negociar un alto el  fuego con 
Putin. 

Joe Biden quiere llevar la guerra hasta el  
último ucraniano. Está profundamente impli-
cado en la corrupción de los oligarcas ucra-
nianos a través de su hijo Hunter y una de 
sus principales consejeras es Victoria Nuland, 
que expresó la posición de la Administración 
Biden sobre Europa con la frase legendaria 
«Fuck the UE».

Aunque cada vez más voces estadouni-
denses señalan que a finales de marzo, prin-
cipios de abril se había negociado ya un 
acuerdo dispuesto para la firma entre Ucrania 
y Rusia en Estambul, y que el primer minis-
tro británico Johnson se desplazó especial-
mente a Kiev para parar ese acuerdo de paz, 
los Gobiernos europeos siguen sin asumir 
que  ahora deben ponerse al servicio de la 
Administración Biden. 

El economista estadounidense Jeffrey 
Sachs acaba de decir de nuevo en una entre-
vista que la guerra en Ucrania es una guerra 
entre Estados Unidos y Rusia y que una de 
las salidas es la no adhesión de Ucrania a la 
OTAN.

Si Scholz y Macron tuviesen la valentía 
de defender los intereses de Europa en ma-
teria  de supervivencia en esta peligrosa si-
tuación, declararían ahora que Alemania y 
Francia no aceptarán jamás la adhesión de 
Ucrania a la OTAN y presentarán un tratado 
de paz correspondiente. 

Existen esos proyectos de tratados. 
¿Cuándo se  dará cuenta Europa de que 
Estados Unidos ha declarado la guerra (eco-
nómica) a Europa y Joe Biden y los belicis-
tas de Washington deben ser detenidos? 

¡Alto el fuego inmediatamente!
Se acerca el invierno y continúa la guerra, la des-
trucción,  las masacres de un lado y otro. Los 
Gobiernos europeos, siguiendo a Biden, prometen 
más armas y sobre todo reflejan este dictado en la 
elaboración de presupuestos de guerra. En España 
el gasto real para 2023 supera el 2 % del PIB, o 
sea, más del doble que el año presente. En Gran 
Bretaña la primera ministra caída había anunciado 
el 3 % del PIB, en Alemania son 100.000 millones 
más un rearme total del ejército alemán. Y así en 
los treinta países de la OTAN. A lo cual se suma la 
brutal militarización de la población en Rusia. Todo 
este gasto, a pesar de las afirmaciones contrarias, 
es en detrimento de los gastos sociales. No hay que 
ser muy inteligente para comprenderlo, aunque los 
Gobiernos, el Gobierno de coalición hace todo lo 
posible por ocultarlo.

La profundización de la política de guerra tiene 
consecuencias a todos los niveles. De entrada, una 
inflación desbocada que recae sobre la mayoría 
social. Y junto a ello un nuevo proceso de desin-
dustrialización. No hay una sola gran empresa in-
dustrial sin amenaza de despidos o incluso cierre. 
Sería largo detallar las consecuencias, no es por 
casualidad que la reacción elemental de la pobla-
ción es querer la paz.

«Unanimidad» en crisis 
A pesar del consenso que los Gobiernos exigen en 
apoyo a su política de guerra, surge a todos los 
niveles y en todos los países la oposición a la gue-
rra. La prensa internacional ha indicado estos días 
que 30 congresistas norteamericanos del «ala pro-
gresista» del Partido Demócrata (en particular los 
partidarios de B. Sanders, como Alexandria Ocaso 
Cortez, se han pronunciado por la apertura de ne-
gociaciones de paz.

El consenso en torno al apoyo  a la guerra pue-
de romperse. Y esto es consecuencia directa del 
inicio de un movimiento diverso en cada país que 
se opone a la guerra, en particular Stop in Ward en 
Gran Bretaña que prepara una conferencia en ene-
ro para agrupar fuerzas al respecto. Es el mismo 
caso de la corriente de Die Linke encabezada por 
Shara Wagennesht (junto con Oskar Lafontaine) 
que llama a manifestaciones uniendo la exigencia 
de alto el fuego con el fin de la desindustrializa-
ción y las sanciones. Hay que comprender que el 
dictado de Biden que impone a Alemania el fin de 
comercio con Rusia puede provocar una caída del 
12 % del PIB y cinco millones de desempleados.

En efecto, el imperialismo norteamericano uti-
liza la guerra a fondo para destruir la industria 
alemana, o sea, a la clase obrera y sus conquistas 
sociales y democráticas.

En nuestro país
Después de la manifestación contra la OTAN del 
26 de junio, las diferentes plataformas antiOTAN 
"se han dado un respiro".

Sin embargo, es el momento de retomar el com-
bate contra la guerra. Es una necesidad de la po-
blación, ligada a la lucha por el aumento de salarios 
y pensiones según el IPC, por la necesaria recons-
trucción de los servicios públicos, como la Sanidad, 
la Enseñanza y todos los demás.

La oposición a la guerra, al monstruoso gasto 
militar, es inseparable de las reivindicaciones socia-
les y democráticas de la mayoría. Ninguna organi-
zación que dice defender los derechos de los traba-
jadores y los pueblos puede mirar hacia otro lado.

Y esto hoy se resume en una exigencia central:
¡Alto el fuego sin condiciones! 

A. Tubau  28 de octubre

Brasil: El pueblo trabajador
dio la victoria a Lula
Con cerca del 51 por ciento de los votos, el pueblo brasileño dio la victoria a 
Lula, principal dirigente del Partido de los Trabajadores. Desde ya mismo la 
defensa del resultado electoral frente a las denuncias de Bolsonaro formará par-
te de la nueva situación política que se abre.

En todo caso, esta victoria permitirá sin duda que las condiciones para con-
seguir las principales reivindicaciones sean mejores.

A lo largo de la campaña ha aparecido como una necesidad absoluta acabar 
con las contrarreformas de la presidencia de Bolsonaro y las anteriores de Temer. 
En particular la necesidad de la subida de salarios, el restablecimiento de los 
programas de ayuda a la vivienda social, de los presupuestos de sanidad y edu-

cación y todas las mediadas necesarias para 
acabar con los más de 30 millones de ciuda-
danos que pasan hambre. Cuestiones que son 
inseparables con acabar con las privatizacio-
nes de las empresas estratégicas y la contra-
rreforma del sistema público de pensiones.

El nuevo gobierno se va a encontrar con 
la dificultad de establecer una mayoría par-
lamentaria. Sin duda alguna ningún avance 
importante será conseguido sin la moviliza-
ción de los trabajadores y sus organizaciones.

En los próximos días publicaremos en 
nuestra página Web el balance que estable-
cerán nuestros compañeros de O Trabalho 
corr iente  interna del  Part ido de los 
Trabajadores

A.T. 30 de octubre a las 24 horas

José Luis Sánchez participó en el encuentro del 
CATP, que tuvo lugar el 29 de enero del presente 
año. Su intervención explicaba la campaña que 
había iniciado, con otros compañeros de Metro 
Madrid, contra los servicios mínimos y por el de-
recho de huelga.

El 18 de noviembre, a las 18h. en la sala "Trece Rosas"
de CCOO en la calle Lope de Vega n.º 38 de Madrid

Homenaje a José Luis Sánchez

Como ya publicamos en nuestro número ante-
rior, el pasado 2 de octubre nos dejó nuestro 
compañero y camarada José Luis, Joli para 
sus amigos de toda la vida.
Trabajador del metro en Madrid, sindicalista 
de CCOO, militante del POSI y de la IV Interna-
cional, José Luis era un colaborador habitual 
de nuestro periódico y un impulsor decidido 
del CATP.
Información Obrera quiere participar en su 
homenaje saludando su trayectoria incansable 
como revolucionario. Invitamos a nuestros 
lectores a este acto-homenaje.
Hemos publicado en nuestra web una carta-
convocatoria que podéis encontrar en:
http://www.informacionobrera.org
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